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31º La fe pública registralUna sociedad llamada CIPRÉS, S.L. nos dice que adquirió de Teresa  TR –titular registral- un local comercial de 5000 metros, el cual fue aportado porTeresa como retribución de 200 participaciones de la sociedad que ella suscribía.Todo se formalizó en la Escritura de ampliación de capital otorgada ante el Notariode Madrid don Segismundo Álvarez Royo – Villanova en Enero de 2012.La Sociedad nos dice que acaban de notificarle una demanda de Daniel –demandante- reivindicando la propiedad de la misma. Al parecer Daniel basa sudemanda en una Escritura de venta en la cual Torcuato, padre de Teresa, le vendióel local en 1976.CIPRÉS, S.L. acude al despacho en el que acaban de contratarle. El jefe ledice que estudie el asunto y haga un proyecto de dictamen, ordenado en HECHOS yFUNDAMENTOS DE DERECHO (que será revisado por el jefe antes de su entrega alcliente) explicando:1º Qué posibilidades de triunfar tiene la demanda de Daniel.2º Qué puede alegar CIPRÉS, S.L. en defensa de su derecho.
2º La fe pública registral y sus excepcionesDoña Estefalina heredó un piso de 200 m2 en la plaza del Marqués deSalamanca de su hermana Práxedes, quien la instituyó heredera al morir soltera ysin descendencia. Doña Estefalina inscribió el bien a su nombre en Enero de 2014en el Registro de la Propiedad. Valorado el piso por TINSA Sociedad de Tasación,en un millón de euros, pide al Banco de Castilla un préstamo de medio millón parafinanciar la rehabilitación del piso y algunas compras de muebles. La sucursal de laque es clienta doña Estefalina, se dirige a nosotros, departamento de riesgos delBanco, y nos pregunta:1º ¿Podemos concederle el préstamo garantizándolo con hipoteca con totalseguridad?2º En concreto, ¿reúne doña Estefalina las condiciones para que el Banco, alinscribir a su nombre el derecho de hipoteca, reúna los requisitos del Art. 34 LH,eliminando todo riesgo de que decaiga la garantía?El historial registral es el siguiente:1º INSCRIPCIÓN: dominio de la finca a nombre de don Demófilo, en 1945.2º INSCRIPCIÓN: herencia a favor de los hijos de don Demófilo, 1979.3ª INSCRIPCIÓN: compra por doña Práxedes, en 1980.4º INSCRIPCIÓN: Hipoteca a favor del Banco Hipotecario en garantía del préstamoconcedido a doña Práxedes para financiar la adquisición del piso, 1980.5ª CANCELACIÓN: Cancelación de la hipoteca por pago del préstamo, 2010.6ª INSCRIPCIÓN: adquisición por doña Estefalina, por herencia de su hermana,2014.
43º El principio de legitimación y su relevancia procesal (1)Isidro y María compraron en 2008 un piso en el ensanche de Vallecas aPryconsa, financiando la adquisición con un préstamo hipotecario concedido por elBanco Español de Crédito, BANESTO. En consecuencia, en el Registro consta comotitular registral del derecho de hipoteca, BANESTO.En virtud de Escritura de 30 de Abril de 2013, BANCO DE SANTANDER, S.A.,y BANESTO, S.A. se fusionaron mediante la absorción del segundo por el primero.Isidro y María no han podido hacer frente a los pagos. Nos contratan en elcentro hipotecario del Santander y nos consultan acerca de los trámites registralesnecesarios para ejecutar la hipoteca.
4º El principio de legitimación y su relevancia procesal (2)Santiago, José, Simón y Tadeo, son cuatro hermanos que, tras la muerte desus padres, María y Cleofás, han heredado una gran casa de campo inscrita en elRegistro de la Propiedad de Peñafiel.Tadeo es empresario naviero en el puerto del Musel de Gijón. Comoconsecuencia de la caída de las importaciones, ha visto disminuir su facturación,ante lo cual lleva cinco meses sin pagar a la Seguridad Social las cotizaciones de sustrabajadores.La Tesorería General de la SS ha dictado diligencia de embargo por ladeudas derivadas de los impagos. Ordena embargar el Buque, las naves que Tadeotiene en Luanco, y la cuarta parte que al mismo corresponde en la casa de Peñafiel.La casa consta todavía inscrita a nombre de María y Cleofás con carácterganancial, siendo la última inscripción de 1978.Santiago, José y Simón, a quienes se ha notificado el embargo (ex Artt. 103RRSS, 76 RGR) ) acuden a nosotros para preguntar:1º Si puede anotarse el embargo de la parte de su hermano, en la actual situaciónregistral.2º Si cabría obtener de alguna forma la anotación.3º Si podemos ofrecerles alguna solución alternativa.
5º El principio de especialidad: las modificaciones en la descripción de la
finca. El urbanismo y el Registro de la Propiedad.
Estanislao, Juan, Luis y Bernardo son cuatro hermanos que han heredado desu padre Ignacio: FINCA 1: un terreno en Azpeitia que según el Registro tiene 9.000 m2, y es unafinca que linda con la vía pública por el norte, y con fincas por los otros tresvientos.
5Según reciente medición, la finca tiene en realidad 10.000 m2. Así consta enla certificación expedida por el técnico competente, la cual han solicitado loshermanos para formalizar la herencia de su padre.Dado que son cuatro y no les compensa compartir un terreno de esascaracterísticas, han decidido dividirlo en cuatro parcelas de 2.250 m2 cada una,dejando 1.000m2 para una calle de acceso común a las cuatro.La finca estaba hipotecada por Ignacio a favor del BNP en garantía de mediomillón de euros, deuda que los interesados heredan y seguirán satisfaciendo conlos frutos de una empresa para la cual se pidió el crédito en cuestión.FINCA 2: un terreno de una hectárea en Manresa. Dicho terreno aparecía inscrito anombre de su padre en el Registro de Manresa. Han acudido y aparece inscrito, sibien con una nota marginal de la que resulta que la parcela forma parte de unpolígono objeto de reparcelación urbanística.Acuden a nosotros, y preguntan:RESPECTO DE LA FINCA 11º ¿Cómo pueden hacer para que el Registro pase de expresar que la finca tiene 90áreas a expresar que tiene una hectárea? ¿Qué documentos se les van a requerir?2º ¿Se puede dividir la finca como pretenden en el Registro?, ¿Qué documentosnecesitan?3º ¿Qué configuración pueden dar a la división?, ¿Necesariamente deben hacercinco fincas (cada parcela y la calle)?, ¿o puede seguir siendo una a nombre de loscuatro? Y en este caso, ¿cabe la posibilidad de que la cuota de cada uno asigne elderecho exclusivo a utilizar una de las cuatro parcelas?4º Si dividen la finca, ¿qué pasa con la hipoteca?, ¿hay que dividirla?RESPECTO A LA FINCA 211º ¿Qué significa la nota marginal?2º ¿Qué quiere decir que la finca va a ser reparcelada?3º Les han contado que una finca al ser reparcelada suele ser sustituida por otra. Siasí fuere, ¿pueden obtener una finca “de resultado”?4º Han encontrado en casa una serie de documentos de los que resulta que Ignaciofue debidamente notificado de la reparcelación, ¿deben esperar a que se le asigneuna finca de resultado, o puede pedir que se les asigne a ellos?5º ¿Pueden inscribir la herencia sobre la finca objeto de la reparcelación?, ¿quépasará con dicha finca y su titularidad cuando finalice el procedimientoreparcelatorio?
6º La declaración de obra nueva y la división horizontal.
1 Para resolver los problemas que se plantean en la inscripción de los actos urbanísticos, deben aplicar
las normas complementarias al Reglamento Hipotecario en la materia, contenidas en el RD 1093/1997, 4
de Julio.
6Promociones Manzanares, S.L. es propietaria de un edificio de 400 m2 deplanta ubicado en la Plaza de España, sobre el que se asienta un edificio que acabande construir previa demolición de la casa que había previamente.El nuevo edificio tiene dos plantas de sótano, la planta baja y cuatro plantassobre el suelo, cada una de las cuales se divide en cuatro apartamentos. Los dossótanos albergan 40 plazas de garaje.Acuden a nuestro despacho y nos preguntan acerca de:1º Operaciones que deben llevar a cabo para inscribir el edificio en régimen depropiedad horizontal, logrando con ello que cada departamento sea finca registralindependiente.2º Posibilidades que hay para configurar el garaje. En especial, preguntan sinecesariamente deben pertenecer las plazas  a quienes vayan a ser propietarios delos pisos, o si se pueden emplear de otra forma (venta separada, alquiler, etc).3º Un Señor de Murcia quiere comprar la cuarta planta entera y ha pedido que nose divida en los cuatro apartamentos proyectados, sino que constituya un solo piso.Nos preguntana) Si podemos crear un departamento que sea cuatro veces lo que los demás;qué cuota debería de tener; si podemos darle una cuota mayor o menor enatención a su cualidad.b) Si podríamos introducir en los Estatutos una cláusula autorizando alpropietario (o propietarios futuros) a dividir el piso en apartamentos (puesen el futuro puede convenirles dividirlo para los tres hijos del Señor deMurcia en cuestión).4º La planta baja pensaban dividirla en cuatro locales, pues la casa hace esquina yse pueden aprovechar como cuatro tiendas en una zona tan comercial. Sinembargo, INDITEX, S.A. está estudiando arrendar toda la planta baja entera paraponer una de sus marcas. ¿Cabría configurar toda la planta como un solodepartamento? ¿Y si luego INDITEX se va y les conviene dividirlo? ¿Cabríaconfigurarlo como cuatro departamentos pero arrendarlos todos juntos ymanteniendo la comunicación entre ellos para que sean una sola tienda?
7º El principio de tracto sucesivo (1)El número 4 de la calle de Santa Teresa en la ciudad de Valladolid es unedificio de 5 plantas (bajo y 4 alturas) con 200 m2 por planta, que se halla divididoen 5 departamentos dedicados a vivienda, cada uno de los cuales ostenta en eledificio una cuota de 20 enteros. Así se pactó en la escritura de división horizontalautorizada el 15 de Octubre de 1982 ante el Notario de Valladolid Juan BerchmansVallet de Goytisolo, en la cual se adjudicó a Ignacio, Javier, Pedro, Diego y Nicolás,hermanos, la propiedad de los cinco departamentos.La casa no tenía ascensor en origen.Fruto de una serie de obras de mejora, se ha instalado un ascensor. Dichamodificación ha privado de 5 m2 a la vivienda ubicada en el bajo (ya de por sí máspequeña que las demás por el espacio dedicado a portal). Además, el
7mantenimiento del ascensor genera una serie de gastos que hacen que la cuota decomunidad haya de subir considerablemente. En tanto los ocupantes del bajo nousan el ascensor, y en tanto su vivienda ocupa menos que las demás, han decididoaumentar en 2 enteros la cuota de cada uno de los pisos altos, y disminuir endichos 8 enteros la cuota del bajo, que para ello quedaría en 12 enteros.Para documentar el acuerdo, se otorga escritura de modificación de ladivisión horizontal en la cual comparecen Javier, Diego, Nicolás, María y Perico(hijos de Ignacio) y Pedro Canisio (hijo de Pedro).En el Registro constan inscritos los cinco departamentos a nombre de loscinco hermanos según la inscripción primera, extendida el 26 de noviembre de1982. Se nos presenta en el Registro la Escritura de modificación de la divisiónhorizontal, solicitando la inscripción.ACTIVIDAD: determinar si es o no posible la inscripción. En caso de serlo,argumentar la respuesta. En caso de no serlo, extender nota de defectos conformeal Art. 18 LH.
8º El principio de tracto sucesivo (2).Don Carlos Álvarez Gómez falleció en Madrid en estado de casado con doñaEsmeralda Arenal Mayor, a quien le lega el usufructo universal. Le sobrevivieron 3hijos (Paloma, Almudena e Isidro). De ellos, Isidro falleció veinte días después desu padre sin aceptar ni repudiar la herencia, dejando viuda y dos hijos.FINCA 1: En el Registro de Madrid aparece inscrita  una Casa en la calle delBarquillo, a nombre del causante y su esposa con carácter ganancial, que fuerehabilitada hace poco, y por tanto tiene un gran valor.FINCA 2: Además, don Isidro dejó un terreno que había heredado de supadre (según escritura de herencia de la que conservan copia con todos losrequisitos) en Torrelobatón, de unas cinco hectáreas, que aparece catastrado anombre del mismo. Dicho terreno no consta inscrito en el Registro.Doña Esmeralda acude a nuestro despacho a preguntarnos:1º Qué derecho corresponde a cada uno de los familiares mencionados.2º Quiénes de ellos deben, en consecuencia, intervenir en la escritura de herenciaque van a otorgar.3º Doña Esmeralda y don Carlos contrajeron matrimonio en la Almunia de doñaGodina en 1972. Ella nació en Madrid y él en Zaragoza. El primer domicilio comúnlo tuvieron en Zaragoza. Pese a ello, doña Esmeralda todavía duda de qué ley rigelos efectos del matrimonio, y pregunta: si se aplicase la ley aragonesa, ¿sería lamisma la solución que ofrezcamos a los interesados?4º Qué pasos deben seguir para proceder a la inscripción de los dos inmuebles, yqué derecho le corresponde a cada uno de ellos en dichos inmuebles.
9º El principio de prioridad (1): el cierre registral.Dionisio y Tamara compraron a ATICA PROMOCIONES, S.L. un chaletadosado a las afueras de su ciudad por medio de escritura otorgada el 22 deFebrero de 2014 ante el Notario José Javier López Jacoiste.
8Para el pago del precio se pidió un préstamo a la Caja de Ahorros delMediterráneo, en garantía del cual se pactó constituir hipoteca a favor de la Caja, locual se hizo en escritura de la misma fecha, en número siguiente del protocolo delmismo Notario.Las escrituras se presentaron el mismo día del otorgamientotelemáticamente al Registro de la Propiedad correspondiente.La gestoría del Centro Hipotecario de la Caja está tramitando el pago de losimpuestos correspondientes, debido a lo cual no ha presentado todavía en elRegistro la acreditación del pago de los mismos.Con fecha 28 de Febrero, se presentó en el Registro mandamiento expedidopor la unidad de recaudación de la Agencia Tributaria, dictando el embargo delchalet que han comprado Dionisio y Tamara junto a otros treinta chaletspertenecientes a la promotora, por una deuda de la misma correspondiente al IVAde los últimos dos años.Dionisio pide al Registro el 1 de Marzo, a través de Internet, una nota simplede la finca para conocer la situación en que se encuentra su finca. En la nota constala misma a nombre de ATICA PROMOCIONES, S.L. Asimismo, se hace constar queestán presentados y pendientes de despacho:1º La hipoteca.2º La compraventa.3º El mandamiento de embargo.Alarmado por el embargo, acude a nosotros para consultarnos si cuando seinscriba la finca a su nombre la misma va a estar embargada o no. Él creía que lahabían comprado libre de cargas.
10. El principio de prioridad (2)PROMOCIONES CHIPRE, S.L. es una sólida promotora que tiene porcostumbre vender a plazos pisos a bajo precio, logrando con ello acceder a unmercado de compradores que no acceden al préstamo bancario.Para ello, emplea diversas fórmulas: a veces arrienda el piso a loscompradores, pactando con ellos un derecho de opción de compra ejercitable alcabo de unos años.Otras veces, vende directamente, pactando que los compradores le paguen aplazos, con un interés inferior al que ofrecen las entidades de crédito.La tercera de sus fórmulas de contrato consiste en arrendar con opción decompra y, al momento de ejercitarse la opción, venden a plazos pactando que encaso de falta de pago tendrá lugar de pleno derecho la resolución del contrato.Nos contratan para trabajar como Abogado de la empresa y nos presentandos casos:a) El primero, es un piso en el ensanche de Vallecas que fuearrendado a un joven trabajador soltero, con opción de compra.Tanto el arrendamiento como la opción se inscribieron en elRegistro. Con posterioridad, el piso fue embargado por deudas dela promotora con la Seguridad Social, y ha salido a subasta, en lacual se lo han adjudicado a un inversor que reclama su entrega. Eljoven arrendatario está alarmado y llama cada día a la promotora
9preguntando qué derechos le quedan. Piden que le contestemosindicando cómo resulta protegido su derecho.b) El segundo, el caso de un piso que fue vendido a un matrimonio enel barrio de Torrero en Zaragoza. El piso se vendió a plazos concondición resolutoria. El matrimonio ha venido a mejor fortuna yse ha cambiado a un piso mejor, vendiendo el piso adquirido a lapromotora a una sociedad dedicada al alquiler, la cual lo haarrendado con opción de compra a favor de un inquilino. Por elmomento, el matrimonio comprador sigue pagando la deuda. Noobstante, el responsable de ventas de la promotora estápreocupado por la situación (el piso vendido, arrendado, y conopción), y nos pide un dictamen en que le expliquemos: 1º ¿Quéderecho tiene la promotora, una vez vendido?, 2º ¿Son válidas laventa y el arriendo?, 3º ¿Si dejasen de pagar, cabría resolver laventa pese a existir ventas posteriores?, 4º ¿Qué pasaría entoncescon los derechos de dichos titulares posteriores?
11º El procedimiento registral (1): el título formal y la relación del Registro
con el Fisco.María, Teresa, Ignacio y Carlos son hijos de Almudena, viuda de Borja. Elpasado 2014 falleció Borja, y se adjudicaron los cuatro por cuartas partes indivisasla nuda propiedad de un piso de 400 m2 en Madrid (calle Almagro) que su padrehabía heredado a su vez de su abuelo. El usufructo de la mitad indicada se adjudicóa Almudena.A finales de 2014, los hijos hicieron la correspondiente escritura deherencia, sin que todavía se hayan liquidado ni el impuesto de sucesiones ni elimpuesto sobre el valor de los terrenos de naturaleza urbana.Almudena falleció el mes pasado, después de formalizada la herencia.Los hijos acuden a nosotros, y nos preguntan:1º Si cabrá presentar la escritura de herencia en el Registro de la Propiedad.2º Si cabrá obtener calificación de la misma.3º A la vista de lo anterior, nos ruegan que les indiquemos el tiempo previsto paralograr la inscripción.4º Dado que su madre ha fallecido, preguntan si cabe cancelar el usufructocorrespondiente a su madre, y si para ello será preciso otorgar nueva escritura o sicabe hacerlo en alguna otra forma.
12º El procedimiento registral (1): el principio de rogación.
Don Gumersindo es un hacendado empresario que cuenta en su haber convarias fincas y diversas sociedades mercantiles. En un momento dado, entra aforma parte de una nueva sociedad limitada que ha formado con otros socios paraexplotar en Zaragoza una nueva red de heladerías. Su entrada en la SRL se llevará acabo mediante la suscripción de un número X de participaciones de la misma,
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aportando uno de los dos locales que tiene en el Paseo de la Independencia a lasociedad.Don Gumersindo compareció en la Notaría y señaló que quería aportar ellocal de Independencia, 22- bajo derecha.Más adelante, se da cuenta de que lo que realmente quería aportar eraIndependencia, 22- bajo izquierda. A tal efecto, compareció en la Notaría de nuevo,junto con los socios, para otorgar una rectificación de la Escritura anterior deaportación.Cuando hicieron esto, resulta que ya estaba presentada en el Registro laEscritura de constitución de la sociedad. Aunque había sido retirada para pagar elImpuesto de Operaciones Societarias.Don Gumersindo acude a nosotros y nos pregunta:1º Si es posible rectificar el negocio de aportación.2º Si es todavía posible evitar que se inscriba la aportación.3º Cómo lograr evitarlo.4º ¿Qué plazos hay que tener en cuenta?5º ¿Qué ocurre si se llega a verificar la inscripción?, ¿cabrá volver a inscribir lafinca a nombre de Don Gumersindo o debe quedarse a nombre de la SRL?
13º El procedimiento registral (3): la calificación registral y su revisión.Don Luis falleció el mes pasado dejando viuda, Magdalena, y dos hijos: Juany Jerónimo. De ellos Jerónimo falleció pocos días después de su padre dejandoviuda, doña Catalina, y dos hijos, Hernán y Rodrigo, sin haber aceptado nirepudiado la herencia.Doña Magdalena, don Juan, Hernán y Rodrigo, otorgaron escritura deherencia, adjudicando a doña Magdalena el usufructo de todos los bienes, y la nudapropiedad, una mitad a don Juan y una cuarta parte para Hernán y Rodrigo.La escritura se presenta, debidamente liquidada, en el Registro. A los seisdías reciben nota de calificación en la que el Registrador deniega la inscripción porel defecto de no haber intervenido en la escritura doña Catalina.Acuden a nosotros y preguntan:1º Si a nuestro juicio puede tener razón el Registrador.2º ¿Qué remedio les queda?¿Pueden recurrir?3º En la nota han visto que pueden poner recurso judicial, gubernativo o pedir lacalificación de otro Registrador: si eligen una sola de las opciones, ¿renuncian a lasdemás?4º En caso de que opten porque califique otro Registrador, si tampoco espartidario de inscribir, ¿pueden recurrir a la DGRN?5º Si la DGRN no les da la razón, ¿pueden recurrir al Juez?6º El documento está presentado, surtiendo el asiento de presentación efectos porel plazo ordinario de dos meses. Justo detrás está presentado un mandamiento deembargo por deudas de don Luis en procedimiento seguido contra el fallecido. Sipasan los dos meses, ¿gana prioridad el embargo, o conservan la prioridad ellos?
14º La publicidad formal: la expedición de notas simples y certificaciones
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CISNEROS INVESIONES, S.L. es una sociedad dedicada a las inversionesinmobiliarias propias y al asesoramiento y estructuración de las de terceros. En suactividad, está muy pendiente de las oportunidades que surgen en el mercadoinmobiliario.La semana pasada, un cliente le habló de la posibilidad de adquirir una naveindustrial en un polígono de Alcalá de Henares. Dicha nave la vende un matrimonio(Jaques y Raisa) que, según dicen, la tiene inscrita a nombre de la mujer, despuésde que se la donase el marido.  Dicho matrimonio tiene varias deudas fruto de unaserie de inversiones del marido en los felices años entorno a 2005, inversiones queno han dado fruto por la crisis. Consecuencia de dichas deudas la finca tiene variosembargos.Entre dichas deudas, al parecer, hay una que dio lugar a un procedimientoejecutivo en el cual, además del embargo, la finca va a salir a subasta, aunquetodavía no ha salido.Nos han contratado en CISNEROS INVERSIONES, S.L. y nos piden queobtengamos la información registral necesaria.El historial registral es el siguiente:INSCRIPCIÓN 1º.- inmatriculación del terreno, adquiriendo Jaques. 2004INSCRIPCIÓN 2º.- declaración de obra nueva de la nave industrial. 2005.Al margen de dichas inscripciones consta Nota Marginal reflejando la afección alpago de impuestos.ANOTACIÓN A.- Embargo por una deuda de 25.000€. Fecha: 2009.ANOTACIÓN B.- Embargo por una deuda de 12.000€. Fecha: 2010.ANOTACIÓN C.- Embargo por una deuda de 50.000€. Fecha: 2013.Al margen de esta inscripción consta Nota de haberse expedido certificación decargas en procedimiento ejecutivo.INSCRIPCIÓN 3º.- donación del cónyuge Jaques a Raisa.En concreto, nos piden que les digamos:1º ¿Qué nos conviene más: una nota simple o una certificación?2º Si pedimos una nota simple, ¿nos informarán de la anterior titularidad de Jaqueso sólo de la actual?3º Si pedimos una certificación, ¿podemos pedir que nos reflejen todo el historial?4º Las anotaciones preventivas caducan a los 4 años (Art. 86 LH). ¿Podemos pedirque cancelen las cargas caducadas para que la certificación refleje la situaciónactual? Si no lo pedimos, ¿se puede obtener su cancelación? Dado que lacancelación genera gastos, ¿estamos obligados a que se cancele si no queremospagarlos?5º ¿Cabe la posibilidad de esa cancelación de cargas caducadas si sólo pedimosnota simple?6º Si nuestro cliente compra y finalmente se subasta la finca: ¿podrá exigir que sele notifique la subasta?, ¿o por haber comprado con la nota marginal debe pasarpor las consecuencias del procedimiento ejecutivo?
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RESPUESTAS A ALGUNOS CASOS
CASO 3. El principio de legitimación en consonancia con el principio de tracto
sucesivo y la consiguiente relevancia procesal.
Javier Trillo Osuna
ANTECEDENTES DE HECHO
1. Isidro y María realizan una compraventa de bien inmueble sito en elEnsanche de Vallecas (Madrid) en el año 2008 a la mercantil Pryconsa.
2. La adquisición de la mencionada vivienda es financiada mediante unpréstamo hipotecario concedido por Banesto S.A., entidad bancaria queconsta efectivamente como titular registral de dicha hipoteca.
3. En virtud de Escritura Pública de 30 de Abril de 2013, Banco de SantanderS.A., y Banesto S.A. (titular registral) se fusionan mediante la absorción delsegundo por el primero.
4. Banco de Santander S.A. (en adelante, Santander) que pretende la ejecuciónhipotecaria contra Isidro y María por impago de las cuotas del préstamohipotecario, se plantea que trámites registrales deberá efectuar.
CUESTIONES QUE SE PLANTEANEn relación con los antecedentes expuestos, se plantean las siguientes cuestionesjurídicas:
i. Debemos señalar como punto de partida para comprender la relevanciaprocesal que entraña un supuesto como el que aquí nos ocupa, al recienteproceso de reestructuración bancaria acontecido en España a propósito dela grave crisis económica. Así, el elevado número de entidades financierasse ha reducido considerablemente mediante complejas modificacionesestructurales, principalmente de fusión por absorción (como el presentecaso), quedando las restantes integradas en varios grupos financieros quehan absorbido todos los activos.
Si bien dichos procesos han tenido naturalmente un reflejo en el RegistroMercantil, dado el carácter constitutivo de las modificaciones estructurales,el principio de rogación y otras razones de carácter económico ha impedidola consagración de estos procesos en el Registro de la Propiedad.
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ii. El principal interrogante del caso práctico, esto es, si para el caso de lasmodificaciones estructurales entre entidades financieras (fusión, absorción,segregación…) es necesaria la inscripción en el Registro de la Propiedad dela cesión del crédito hipotecario que se pretende ejecutar para evitar laimposibilidad de la ulterior inscripción de la adjudicación y demáscancelaciones propias del proceso, por no constar inscrita la cesión y nocumplirse el tracto sucesivo del artículo 20 de la Ley Hipotecaria, ni elprincipio de legitimación, ex art. 38 LH.
iii. Otra cuestión relevante es la legitimación judicial para instar elprocedimiento de ejecución hipotecaria por quien acredite ser sucesor deltitular registral. Si bien el procedimiento registral español es totalmenteindependiente del sistema judicial, a menudo esta legitimación procesal queaprecia el juzgador y no puede ser apreciada por el registrador (comoexplicaremos más adelante) induce a confusión, por la concomitanciahabitual entre ambos trámites legales.Así, la jurisprudencia mayoritaria ha proclamado que la falta de inscripciónde la cesión del crédito hipotecario no priva al cesionario de legitimaciónpara instar el procedimiento ejecutivo (vid. STS 29 de junio de 1989, y de 4de junio de 2007). Por tanto, siempre y cuando el tribunal considereprobada tal condición de sucesor por razón de la absorción de Banesto,podría en el presente caso el Santander promover demanda de ejecuciónhipotecaria contra Isidro y María aunque no conste como acreedorhipotecario en el Registro correspondiente.
iv. Más sucintamente, si es relevante a efectos jurídicos (obviamente a efectoseconómicos si lo es) que la cesión del crédito hipotecario no inscrito se hayaproducido en virtud de un proceso de modificación estructural consistenteen la sucesión universal de todos los activos de la entidad absorbida (Art.53 de la Ley de Modificaciones Estructurales), como es el caso de Santandery Banesto, o bien mediante una cesión “individual” de un crédito o préstamoconcreto atendiendo al Art. 1526 del Código Civil.
v. Por último, una vez analizada la figura de la sucesión universal motivadapor operaciones de modificaciones estructurales de sociedades mercantilespreviamente inscritas en el Registro Mercantil, observar las posiblessingularidades del título formal inscribible en consonancia con el principiode tracto sucesivo mediante un estudio de la figura registral del tractoabreviado o comprimido,  como medio de satisfacción parcial de losintereses de la entidad financiera, en este caso Banco de Santander S.A..
NORMATIVA APLICABLE
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Para la resolución de las cuestiones jurídicas planteadas se puede acudir a lasiguiente normativa y jurisprudencia que resulta de aplicación a las mismas:
 Ley Hipotecaria
 Arts. 1-3 LH, sobre efectos de la inscripción.
 Art. 9 LH, transmisión de créditos.
 Art. 16 LH; tracto abreviado.
 Art. 20 de la Ley Hipotecaria, sobre tracto sucesivo.
 Art. 38 LH, sobre legitimación del titular registral.
 Art. 130 LH; procedimiento de ejecución directa contra bieneshipotecados.
 Art. 149 LH
 Ley 1/2000 de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil
 Arts. 688.1 y concordantes LEC, sobre la necesidad de inscripción delderecho de hipoteca a favor del ejecutante.
  Código Civil
 Art. 1526; cesión individual de créditos.
 Ley 3/2009, de 3 de abril, sobre Modificaciones Estructurales de SociedadesMercantiles:
 Art. 53 LME; fusión por absorción.
 Art. 89 LME; inscripción y eficacia de la cesión global de activos.
 La disposición adicional 2ª de la Ley 8/2012, de 30 de octubre, sobresaneamiento y venta de los activos inmobiliarios del sector financiero.
 Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado:
 RDGRN de 23 de junio de 2005; tracto sucesivo.
 RDGRN de 5 de julio de 2013; tracto sucesivo.
 RDGRN de 8 de julio de 2013; tracto sucesivo.
 RDGRN de 10 de octubre de 2013; tracto sucesivo.
 RDGRN de 9 de octubre de 2014; suspensión de la inscripción de undecreto de adjudicación dictado en procedimiento de ejecucióndirecta de hipoteca.
 Sentencia de la Audiencia Provincial de Madrid, Sección 20ª, de 8 de julio de2013.
FUNDAMENTOS JURÍDICOS
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Para la resolución motivada de las cuestiones planteadas en el epígrafecorrespondiente, me apoyaré, además de en los textos legales ya citados, en lareferida Resolución de la DGRN de 9 de octubre de 2014, por ser la más reciente delas consultadas y la que de algún modo aglutina íntegramente la problemática quese nos plantea.En la mencionada resolución, se debate acerca de la inscripción del decreto deadjudicación y posterior cancelación en un procedimiento de ejecución hipotecariacuando el ejecutante es persona distinta del titular del crédito hipotecario quefigura en el Registro de la Propiedad. El recurrente, de forma estéril, basaba suimpugnación en un doble motivo; afirmando que la cesión del crédito hipotecariono tiene valor constitutivo y que el artículo 149 LH no es aplicable al caso, portratarse de una sucesión universal o en bloque y no de una cesión individual oconcreta. Efectivamente, como señala también la propia resolución, no hay ningunaduda acerca del carácter constitutivo de una operación regida por la LME, que tal ycomo ha declarado en profusa jurisprudencia nuestro más Alto Tribunal, se originapor la inscripción de dicha operación en el Registro Mercantil (Vid. STS de 21 deMayo de 2012).En nuestro caso es Banesto S.A. el titular registral del derecho de hipoteca y BancoSantander S.A. el sucesor por cesión universal de activos mediante operación defusión por absorción. Así, es perfectamente aplicable a nuestro supuesto, ya que, afin de cuentas al Santander, una vez promovido el proceso de ejecuciónhipotecaria, es muy probable que le interese la propia adjudicación del inmueblepara un tercero (alguna de sus múltiples sociedades inmobiliarias, práctica dedudosa rectitud pero muy frecuente en la práctica).Así, siendo irrefutable la efectiva transmisión de los créditos en virtud de lainscripción en el Registro Mercantil, no se puede pretender que la constancia deesta operación en el indicado registro otorgue per se un reconocimiento manifiestoo notorio de dicha operación en el Registro de la Propiedad. Aunque la cesión delcrédito hipotecario nazca “extra tabulas”, el ejercicio de la acción por el cesionariorequiere de la inscripción de su derecho. Pues lo verdaderamente sustancial a lavista de los principios del Derecho Registral Español, es la idea de que el nuevotitular, en virtud del tan manido principio rogatorio, traslade al registrador de lapropiedad su voluntad de que se practique la inscripción a su favor del concretocrédito hipotecario que se pretende ejecutar; que acredite que se trata de unsupuesto de sucesión universal y que determine explícitamente el título conexpresión de todas las circunstancias que recoge la LH y el ReglamentoHipotecario, incluyendo asimismo los datos de la inscripción que constan en elRegistro Mercantil. Es evidente que el registrador de la propiedad no puede actuarde oficio (ex. Art.6 LH), a pesar de que pueda considerar el hecho, de la fusión porabsorción, público o notorio.Llegados a este punto, irrumpe la figura del tracto abreviado o comprimido quepermite la inscripción de su derecho de hipoteca con la mera exposición de laescritura de fusión y su inscripción en el Registro Mercantil, tal y como señala elart.16 LH. Por tanto, nos encontramos ante una solución intermedia entre la faltade inscripción de la fusión por absorción y la inscripción ordinaria o habitual del
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mencionado proceso de cesión universal de créditos. Así lo reconoce y cito acontinuación, la Resolución de la DGRN de 31 de Diciembre de 2001 en la que seadmitió que;[…“acompañándose a la escritura de cancelación testimonio de los particulares del cambio de denominación y de la escritura de
escisión, inscritas en el Registro Mercantil, ningún inconveniente hay en que, por el mecanismo del tracto abreviado se haga
constar la cancelación, previa la inscripción de la transmisión de la hipoteca causada por dicha escisión….”]Debemos aclarar nuevamente que en ningún caso la admisibilidad del tractoabreviado constituye en modo alguno una excepción al principio de tracto sucesivoen sentido sustantivo, en todo caso afectaría únicamente a su vertiente formal.
CONCLUSIÓNDebemos centrarnos nuevamente en la principal cuestión que aquí se dirime, estoes, la existencia de un crédito hipotecario que se pretende ejecutar, que figurainscrito a nombre de persona distinta (Banesto) de aquélla que aparece comodemandante en el procedimiento ejecutivo (Santander), sin que conste la previaadquisición del derecho de hipoteca y la inscripción de éste a su favor en elRegistro de la Propiedad.La fundamentación jurídica de la presumible negativa del Registrador de inscribircualquier anotación posterior de adjudicación del bien hipotecado y demáscancelaciones análogas, por no constar inscrita la cesión y no cumplirse el tractosucesivo ni el principio de legitimación, se basa ciertamente en el mencionadoprincipio registral de tracto sucesivo o concatenación de inscripciones, (para poder
inscribir un título traslativo o constitutivo de un derecho real, debe constar
previamente inscrito el título del transferente o constituyente), y en la aplicación delos arts. 16, 20, 38 y 130 LH, donde se proyecta también el de legitimaciónregistral. Resulta irrelevante, a la luz de lo expuesto, el carácter universal oindividual de la cesión del crédito hipotecario mencionado. De igual modo, tal ycomo indicábamos en la cuestión iii., es reiterada doctrina de la DGRN, en lainterpretación llevada a cabo del artículo 100 del Reglamento Hipotecario, ladistinción entre la legitimación procesal por un lado, que corresponde apreciar aljuez, y de otro lado, el requisito del tracto sucesivo, que debe ser siempre calificadopor el registrador.Compartimos así pues lo recalcado por la DGRN en su Resolución de 8 de julio de2013;
[“…en el ámbito de la ejecución judicial será necesario cumplir el requisito del tracto sucesivo en relación
a la hipoteca cuando se pretenda inscribir cualquier vicisitud jurídica de trascendencia real en relación a
la misma o a la ejecución de la finca derivada de ella (cesión de crédito, pago con subrogación,
adjudicación de la finca como consecuencia del procedimiento de ejecución directa, etc.)…”]En último término, añadir que la necesaria inscripción de la titularidad del créditohipotecario a favor del ejecutante es la que permitirá que tenga acceso ulterior alRegistro de la propiedad cualquier decreto o mandamiento judicial derivado deuna ejecución hipotecaria. Todo ello sin pretender, como ya hemos hecho mención
17
anteriormente, que la legitimación procesal del mencionado procedimiento puedasuplir en modo alguno la legitimación registral derivada de la inscripción.
10. El principio de prioridad (2)
Jorge Nuño Maurelo
PROMOCIONES CHIPRE, S.L. es una sólida promotora que tiene por costumbre
vender a plazos pisos a bajo precio, logrando con ello acceder a un mercado de
compradores que no acceden al préstamo bancario. Para ello, emplea diversas
fórmulas: a veces arrienda el piso a los compradores, pactando con ellos un derecho
de opción de compra ejercitable al cabo de unos años. Otras veces, vende
directamente, pactando que los compradores le paguen a plazos, con un interés
inferior al que ofrecen las entidades de crédito. La tercera de sus fórmulas de
contrato consiste en arrendar con opción de compra y, al momento de ejercitarse la
opción, venden a plazos pactando que en caso de falta de pago tendrá lugar de pleno
derecho la resolución del contrato. Nos contratan para trabajar como Abogado de la
empresa y nos presentan dos casos:
a) El primero, es un piso en el ensanche de Vallecas que fue arrendado a un
joven trabajador soltero, con opción de compra. Tanto el arrendamiento como la
opción se inscribieron en el Registro. Con posterioridad, el piso fue embargado por
deudas de la promotora con la Seguridad Social, y ha salido a subasta, en la cual se lo
han adjudicado a un inversor que reclama su entrega. El joven arrendatario está
alarmado y llama cada día a la promotora preguntando qué derechos le quedan.
Piden que le contestemos indicando cómo resulta protegido su derecho.El presente supuesto nos enfoca un problema principal, pese a quedesglosaremos situaciones paralelas a la planteada. Así, nos encontramos ante unsupuesto en el que debemos dirimir los efectos de la inscripción de unarrendamiento con opción a compra sobre cargas posteriores, en este caso unembargo, por deudas contraídas por el arrendador. Igualmente, haremos especialhincapié en los derechos que asisten al arrendatario que dispone de dicha opciónde compra, cuando sobre el inmueble se interpone un procedimiento de ejecucióntras la inscripción en el Registro del pacto contraído entre las partes.En primer lugar, se debe especificar que el arrendamiento con opción acompra es un negocio jurídico  que integra dos subcontratos: el arrendamiento delinmueble y la opción de compra sobre el mismo.Respecto a la opción de compra, hay que resaltar que no existe regulaciónlegal de la misma en el Código Civil, por lo que la Jurisprudencia ha determinadosus requisitos: por un lado, ha de existir un convenio expreso entre las partes en elque, con toda claridad y de conformidad con lo preceptuado por el art. 1261Código Civil, aparezca el concurso de voluntades entre quienes lo suscribenrespecto de esa opción de compra; por otro lado, la opción aunque inicialmentepuede ser considerada como obligación de carácter personal, puede sertransformada en real, mediante la inscripción en el Registro de la Propiedad. Eneste sentido, debemos remitirnos al art. 14 del Reglamento Hipotecario, que indicael carácter inscribible del contrato con opción a compra, sus elementos mínimos yla duración del mismo, que podrá alcanzar el plazo total del arrendamiento, pero
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caducará necesariamente en caso de prórroga, tácita o legal, del contrato dearrendamiento (jurisprudencia extraída de la sentencia del Tribunal Supremo del28 de julio de 2010, STS 495/2010, donde se deniega la opción de compra a unmatrimonio por haber trascurrido el plazo efectivo para su ejercicio). De notratarse de un arrendamiento previo, sino de una opción de compra directa, elplazo máximo establecido por el art. 14 del Reglamento Hipotecario es de 4 años.Debe, por tanto, hacerse constar el plazo para el ejercicio de la opción, tal ycomo refleja la sentencia de la Audiencia Provincial de Sevilla (Sala 5ª) de 15 deabril de 2005, donde se indica  que desde que el arrendatario manifiesta suvoluntad de ejercitar la opción de compra, se transforma en propietario, cesandosu obligación de pagar las rentas y siéndole reintegrada  la fianza, si bien debeentregar el precio pactado, que devenga intereses a favor del vendedor desde esemomento.Asimismo debe constar el precio por el que se puede ejercer la opción,siendo requisito fundamental que dicha cantidad sea determinada o determinable.La opción de compra en principio no puede ser transmitida a un tercero sinpermiso del dueño, sin embargo la Sentencia del Tribunal Supremo de 23 deoctubre de 1984 señala que, conforme a las reglas de la buena fe, el derecho deopción es transmisible, sin la voluntad del concedente, si éste carece de interéslegítimo para poder evitar la transmisión.Abundante jurisprudencia ha incidido en los caracteres y especificacionesde esta modalidad contractual:  STS del 29 de octubre de 1993, STS 14 de febrerode 1997, STS 15 de diciembre de 1997 y STS de 11 de abril de 2000, entre otras,establecen sus elementos esenciales y particularidades.Una vez desglosadas las características del pacto contraído entrePROMOCIONES CHILE S.L. y el arrendatario; ¿cuáles son los efectos de un
embargo posterior por deudas de la promotora sobre la opción de compra
del inquilino?Partimos de la situación de que el derecho de opción está debidamenteinscrito en el Registro, conteniendo el pacto los elementos necesariosanteriormente descritos para su acceso al Registro. Por efecto de la publicidadregistral, el derecho de opción se impone erga omnes, de suerte que su existenciaafectará o perjudicará a todo adquirente posterior a la inscripción del derecho deopción de compra. No obstante, debe advertirse que esa eficacia no significa que elpropietario no puede disponer del bien objeto de la opción, ya que puede enajenaro gravar el bien ya que tal derecho no implica prohibición de disponer o deenajenar, y sí tan sólo una facultad preferente de adquirir a favor del optante(Sentencia del Tribunal Supremo de 10 de septiembre de 1998, STS 823/1998,venta posterior a la opción de compra, mediando también posteriores embargos).Ante el silencio legal, la jurisprudencia ha optado por el criterio de laextinción de las cargas y derechos posteriores que hayan accedido al Registrodespués de haber quedado inscrita la concesión del derecho de opción, por lo queel optante efectuaría la adquisición de la finca en la situación jurídica existente enel momento de acordarse la opción. De acuerdo con las líneas generales de estesistema, el optante podrá desconocer las cargas impuestas sobre la finca que nofiguren inscritas antes que el derecho de opción2.
2
 LORENZO MERINO, F.J., La opción de compra en el Derecho español, Tórculo Ediciones, 1992, pág.
206.
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La opción de compra, al acceder al Registro de la Propiedad, provoca, entreotros, el efecto de que, una vez ejercitada, supone la extinción de los derechosreales, cargas y gravámenes inscritos con posterioridad a la opción, cancelándoselos asientos correspondientes. En este sentido, la Resolución de 7 diciembre 1978de la DGRN establece que, al permitirse la inscripción del derecho de opción(siempre que concurran los requisitos ya especificados de la legislaciónhipotecaria), los efectos protectores de normativa se extenderán al titular delasiento que hizo constar la opción a su favor y, entre ellos, el derivado de lapublicidad registral, al servir de aviso a terceros de su posible ejercicio, afectandopor tanto a terceros que inscriban posteriormente.De esta forma, aunque la opción de compra que se ha inscrito no cierra elRegistro de la Propiedad, por lo que no prohíbe disponer ni gravar, debeespecificarse que las inscripciones posteriores al derecho de opción inscrito debensufrir la cancelación de sus derechos, tal y como se advierte en la Resolución de laDGRN de 29 de enero de 2001. Pese a ello, debe recalcarse que la cancelación delas cargas posteriores requiere el depósito o consignación del precio íntegro de lacompraventa (art. 175.6 del Reglamento Hipotecario).Dicha consignación, además de su reflejo normativo (art. 175.6), es doctrinade la DGRN: La Resolución de 30 de mayo de 2013 establece que, para cancelar lascargas posteriores, se requiere inexcusablemente el depósito íntegro del precio deventa a disposición del vendedor y de los titulares de derechos posteriores que deél traigan causa. El precio pasa, por tanto, a ocupar por subrogación legal laposición del bien inmueble vendido.La regla general es la aplicación del principio de prioridad, formulado en elart. 17 de la Ley Hipotecaria. Por tanto, ejercitado debidamente el derecho deopción, procede la cancelación de las cargas posteriores al mismo. De ello difiere latrascendencia real erga omnes que adquiere el derecho de opción a resultas de suinscripción (art. 79.2 Ley Hipotecaria: cancelación de las inscripciones cuando seextinga por completo el derecho inscrito o anotado). En definitiva, el derecho deopción ejercitado debidamente produce la adquisición de la propiedad por eloptante y la consecuente cancelación de los derechos inscritos posteriormente quese le opongan o sean incompatibles con la titularidad adquirida.Respecto al embargo, ni la Ley Hipotecaria ni su Reglamento regulan lacancelación de los derechos reales, cargas y gravámenes extinguidos comoconsecuencia de la consumación del derecho de opción. Ahora bien, esta cuestióndebe resolverse teniendo en cuenta los principios generales, y en especial loshipotecarios, que conforman nuestro ordenamiento jurídico, y en consecuenciaprocede depositar y poner a disposición de esos titulares el precio del inmueblepara la satisfacción de sus respectivos créditos o derechos.Supone este criterio aplicar lo que para otros supuestos ya previene lalegislación vigente, concretamente el artículo 107.10 de la Ley Hipotecaria(condición resolutoria) en relación con el artículo 175.6 del Reglamento (yaespecificado), y, sobre todo, en el artículo 236.k del mismo texto normativo(destino del precio del remate; ver Resolución de la DRGN de7 de diciembre de1978). Podemos concluir que, en los supuestos de un embargo trabado entre lainscripción del derecho de opción y la escritura de venta otorgada en ejercicio dedicha opción,  conforme a la doctrina del Tribunal Supremo, que la escritura decompraventa otorgada en ejercicio del derecho de opción es un título hábil para
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el alzamiento del embargo, y ello porque en el contrato de opción lacompraventa está configurada completamente y depende, exclusivamente, de quese perfeccione, lo que se produce con la comunicación en plazo del optante altransmitente y con retroacción de sus efectos al momento en que se convino laopción. Nuestro inquilino, una vez ejercite su derecho de opción, y abone la
cuantía acordada, no tendrá que sufrir el embargo posterior, y la
reclamación de las deudas de la Seguridad Social con PROMOCIONES CHIPRE,
S.L. deberá afectar a bienes distintos del inmueble sujeto al arrendamiento
con opción a compra.
b) El segundo, el caso de un piso que fue vendido a un matrimonio en el barrio
de Torrero en Zaragoza. El piso se vendió a plazos con condición resolutoria. El
matrimonio ha venido a mejor fortuna y se ha cambiado a un piso mejor, vendiendo
el piso adquirido a la promotora a una sociedad dedicada al alquiler, la cual lo ha
arrendado con opción de compra a favor de un inquilino. Por el momento, el
matrimonio comprador sigue pagando la deuda. No obstante, el responsable de
ventas de la promotora está preocupado por la situación (el piso vendido, arrendado,
y con opción), y nos pide un dictamen en que le expliquemos:En el presente supuesto hemos de analizar los efectos de las condicionesresolutorias respecto a las cargas y transmisiones posteriores, y los derechos tantodel transmitente inicial como de los posteriores adquirentes, que pueden quedarafectos por el negocio jurídico inicial.La condición resolutoria  (STS 398/2012, Sala 1ª, de lo Civil, 28 de Junio de2012) es una garantía del cumplimiento de la obligación del comprador encontratos de compraventa con una parte del precio aplazado. En virtud de dichacláusula, las partes acuerdan que la falta de pago del precio aplazado o de algunode sus plazos (suelen ser letras de cambio) dará lugar a la resolución de plenoderecho de la compraventa.Una vez que ha sido inscrita, la condición resolutoria tiene eficacia ergaomnes, incluso frente a posteriores adquirientes. Es decir, crea un derechoexpectante de readquisición del inmueble que se vende, en favor del vendedor. Laresolución del contrato de venta extingue no sólo el derecho del comprador, sinotambién el de los adquirientes posteriores que traigan causa de él. Se rige por elart. 1504 del Código Civil.
 1º ¿Qué derecho tiene la promotora, una vez vendido?La falta de pago del precio produce con carácter general el efecto del art. 1124del Código Civil, pues al ser la compraventa un contrato bilateral que generaobligaciones recíprocas para las partes contratantes en caso de incumplimiento porel comprador,  el vendedor podrá escoger entre exigir el cumplimiento o la resoluciónde la obligación con el resarcimiento de daños y abono de intereses en ambos casos.También podrá pedir la resolución aun después de haber optado por el cumplimientocuando este resulte imposible. La promotora, una vez inscrita la condiciónresolutoria, podría obtener la reinscripción del inmueble a su titularidad comoconsecuencia del ejercicio de la condición resolutoria, al incumplirse ésta. Lapromotora, eso sí, deberá consignar los importes recibidos hasta ese momento(Resoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado, de 28 y 29
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de junio de 2011, con base en el artículo 175.6 del Reglamento Hipotecario), y serequiere asimismo que no haya habido oposición a la notificación resolutoria(Resoluciones de la DGRN de 29 Diciembre 1982 y de 8 de mayo de 2003).En beneficio del vendedor, añade el art. 1503 del Código Civil, “ Si elvendedor tuviere fundado motivo para temer la perdida de la cosa inmueblevendida y el precio, podrá promover inmediatamente la resolución de la venta. Sino existiese este motivo se observará lo dispuesto en el artículo 1124”.La facultad resolutoria del contrato puede ejercitarse, según la doctrina del TS,por vía judicial o extrajudicial, mediante declaración del acreedor, y sólo si seimpugna por la otra parte queda sometido a los Tribunales, que habrán de declararadecuada la resolución o, por el contrario, no ajustada a derecho. Si el comprador nose allana al requerimiento o no contesta al mismo, quedará resuelta la compraventa;si el comprador se opone alegando que no tiene obligación de satisfacer el precio quese le reclama, el vendedor tendrá que instar judicialmente la resolución del contrato.Los asientos del Registro están, por tanto, bajo la salvaguarda de los tribunalesconforme al art. 1 de la Ley Hipotecaria.
 2º ¿Son válidas la venta y el arriendo?Si, ambas son válidas. Por una parte, el art. 26 de la Ley Hipotecariaestablece las causas por las que se pueden establecer las limitaciones a ladisposición, y el presente supuesto no parece ajustarse a ninguna de ellas, por loque no se impiden la transmisión ni la configuración de derechos realessubsiguientes a la compraventa realizada por la promotora. Por otra parte, el art.51.6 del Reglamento Hipotecario nos indica que, al realizar la inscripción registralde la condición resolutoria, debe hacerse mención a todas las limitaciones sobre lafacultad del adquirente, que consten en el título de otorgamiento. De no haber sidoposible la venta por el matrimonio, el comprador lo habría advertido alconsultarse, beneficiándose de la publicidad registral que se otorga a dichaslimitaciones.Pero, más allá de estos preceptos, la validez de las transmisionesposteriores viene determinada ya en el propio art. 1124 del Código Civil quetextualmente establece que "( ...) esto se entiende sin perjuicio de los derechos deterceros adquirentes, con arreglo a los artículos 1.295 y 1.298 y a las disposicionesde la Ley Hipotecaria”, lo que, explícitamente, está habilitando posteriores cargastras la venta sujeta a condición resolutoria.
 3º ¿Si dejasen de pagar, cabría resolver la venta pese a existir ventas
posteriores?Los titulares registrales las inscripciones posteriores a la compraventainicial, cuya cancelación se propone, deben ser demandados, deben ser parte o almenos han debido ser notificados y citados en el procedimiento judicial donde seestablezca la resolución de la condición, para alegar lo que a su derecho convengade conformidad con los artículos 1, 40 y 82 de la Ley Hipotecaria y 24 de laConstitución Española (tutela judicial efectiva). Es, por tanto, potestad judicial laposibilidad de resolver la compraventa con transmisiones posteriores, siempreque se haya dado traslado en el procedimiento a los terceros, adquirentes otitulares de derechos reales sobre el inmueble. En un caso análogo al propuesto, asílo establece la DGRN en la Resolución de 1 de abril de 2011.
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4º ¿Qué pasaría entonces con los derechos de dichos titulares
posterioresEn virtud a la Resolución de 9 de junio de 2010, (siguiendo la línea doctrinalfijada en las anteriores Resoluciones de la DGRN de 28 de mayo de 1992, de 19 denoviembre de 1996, y de 15 de noviembre de 2005), los derechos reales o cargasposteriores a la condición resolutoria explícita del art. 1504 del Código Civil debende extinguirse (arts. 9.2, 23, y 107.10 de la Ley Hipotecaria, y 59 y 175.6 delReglamento Hipotecario), de forma que la resolución del dominio  adquirido por elcomprador conlleva la resolución de los derechos constituidos sobre el inmuebleque traigan causa de ese dominio o derecho resuelto.Como para la plena eficacia de la condición resolutoria se necesita que seacredite que concurren los presupuestos señalados en la pregunta 1ª, y como losterceros no han de soportar necesariamente cualquiera de dichos presupuestos,debe de admitirse la concurrencia de los mismos no sólo por el comprador, sinotambién por los titulares de derechos reales y cargas posteriores al derecho dedominio del comprador, bien en sede notarial (consentimiento a la cancelación),bien en sede judicial si se oponen siendo demandados judicialmente (tanto en elcaso de que no lo admita el comprador o se oponga a la resolución, como en el casode que se admita por el propio comprador). Se intenta con esta cautela evitar que,a espaldas de los terceros, transmitente y adquirente concierten acuerdos sobre laresolución, lo que se podría advertir más claramente si las cargas posteriores nofueran transmisiones y derechos reales, como plantea el supuesto, sino embargoscuyas ejecuciones las partes firmantes trataran de evitar.
12. El procedimiento registral: el principio de rogación.
Jorge Nuño Maurelo
Don Gumersindo es un hacendado empresario que cuenta en su haber con
varias fincas y diversas sociedades mercantiles. En un momento dado, entra a formar
parte de una nueva sociedad limitada que ha formado con otros socios para explotar
en Zaragoza una nueva red de heladerías. Su entrada en la SRL se llevará a cabo
mediante la suscripción de un número X de participaciones de la misma, aportando
uno de los dos locales que tiene en el Paseo de la Independencia a la sociedad.
Don Gumersindo compareció en la Notaría y señaló que quería aportar el
local de Independencia, 22- bajo derecha. Más adelante, se da cuenta de que lo que
realmente quería aportar era Independencia, 22- bajo izquierda. A tal efecto,
compareció en la Notaría de nuevo, junto con los socios, para otorgar una
rectificación de la Escritura anterior de aportación. Cuando hicieron esto, resulta que
ya estaba presentada en el Registro la Escritura de constitución de la sociedad.
Aunque había sido retirada para pagar el Impuesto de Operaciones Societarias. Don
Gumersindo acude a nosotros y nos pregunta:
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1º Si es posible rectificar el negocio de aportación.Si, existe la posibilidad de rectificar el negocio de aportación. Siguiendo unesquema que simplifique el supuesto planteado, nos encontramos ante undocumento público donde consta un inmueble que ha sido aportado por un socio auna sociedad de responsabilidad limitada; dicha escritura se presenta como títuloformal en el Registro (damos por hecho que, en primer término, se acudiría alRegistro Mercantil para realizar los trámites relativos a la sociedad, y,posteriormente, al Registro de la Propiedad para hacer constar la transmisiónrelativa a la finca, que pasará a estar a nombre de la sociedad limitada) y se solicitasu inscripción. Como ya sabemos, el procedimiento en ese momento conlleva quese refleje constancia de esta entrega en el Libro Diario y, posteriormente, unasiento limitado sobre su contenido, que conocemos como asiento de presentación.Este asiento de presentación marca el momento en el que se abre el plazode quince días para que el Registrador considere realizar la calificación sobre lasolicitud, si procede. En el supuesto planteado, éste paso aún requiere trámitesprevios, pues la sociedad no liquidó los impuestos necesarios y obligatorios decertificar para proceder a la inscripción; por ello, la documentación se retiró y,consecuentemente, se amplió el plazo de validez del asiento de presentación(inicialmente establecido en sesenta días hábiles) de acuerdo al contenido delartículo 432 del Reglamento Hipotecario.De forma paralela, el socio se da cuenta de que su pretensión es aportar unafinca contigua a la reflejada en el documento público. No queda constancia en elsupuesto si dicho error se produce por realizar una indicación incorrecta a la Juntade la sociedad, al Notario, o si realmente no llegó a ser consciente de haber incluidola finca incorrecta hasta después de realizado el asiento de presentación. Encualquier caso, con independencia de las razones que nos trasladan a estasituación, debemos dictaminar cuál es el correcto proceder para conseguir que laaportación realizada por Gumersindo se revoque y pueda constar el inmueble querealmente sí quiere donar a la sociedad, una vez haya modificado la aportaciónrealizada a la misma.Al tratarse de una sociedad de responsabilidad limitada, se deben realizardos pasos para que se pueda utilizar la vía correcta de modificación registral yrectificar la actual situación. En primer lugar, debe la sociedad convocar una
Junta universal , en la que se constate el error producido, se rectifique éste y seacepte por el socio la responsabilidad pertinente en caso de existir, el cual debeseguir siendo socio de la sociedad. El artículo 178 del Real Decreto Legislativo1/2010, de 2 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley deSociedades de Capital, establece que la Junta quedará válidamente constituida paratratar cualquier asunto, sin necesidad de previa convocatoria, siempre que estépresente o representada la totalidad del capital social y los concurrentes aceptenpor unanimidad la celebración de la reunión. Para obtener la aprobación, y envirtud del artículo 199 del mismo texto normativo, el aumento o la reducción delcapital y cualquier otra modificación de los estatutos sociales requerirán el votofavorable de más de la mitad de los votos correspondientes a las participaciones enque se divida el capital social.En segundo lugar, debe darse una comparecencia en la nueva escritura,junto a la persona autorizada para elevar a público los acuerdos sociales, del
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aportante, aceptando expresamente la rectificación de la finca y asumiendo laresponsabilidad de la misma forma que en las constituciones de sociedad.Es imprescindible este requisito de forma, de manera que el acuerdo debeser elevado a público como medio viable de rectificación vía artículo 40 de la LH(Resolución de 28 de febrero de 2012), que se desarrollará en la última cuestión.
2º Si es todavía posible evitar que se inscriba la aportación.   3º Cómo
lograr evitarlo.           4º ¿Qué plazos hay que tener en cuenta?Sí, es posible evitar que se inscriba la aportación, puesto que únicamentefigura la anotación preventiva, sin que se haya procedido a realizar la calificaciónpor parte del Registrador, dado que no se ha realizado el pago de los impuestosrequerido y, en virtud al artículo 254 de la Ley Hipotecaria, ninguna inscripción sehará en el Registro de la Propiedad sin que se acredite previamente el pago de losimpuestos establecidos por las leyes, si los devenga el acto o contrato que sepretenda inscribir. En el caso en que esto suceda, como efectivamente ocurrió conla sociedad de Gumersindo, con base en al artículo 255 LH se extendió asiento depresentación antes de verificarse el pago del impuesto, pero se suspende lacalificación y la inscripción u operación solicitada y se devuelve el título al que lohaya presentado, a fin de que se satisfagan dichos impuestos.Nos encontramos ante un precepto cuya finalidad no es otra que controlar ygarantizar el cumplimiento de la normativa tributaria, supeditando el acceso a losregistros públicos a la previa justificación del pago de la deuda tributariacorrespondiente, a modo de presupuesto o requisito que condiciona la actuacióndel Registrador, cuya actuación, en caso contrario, ha de detenerse en el asiento depresentación, suspendiendo la calificación y la inscripción, habida cuenta laespecial trascendencia de la función que desempeña el Registro de la Propiedadcomo colaborador de la efectividad de determinados impuestos. Por el artículo 2del Texto Refundido de la Ley del Impuesto de TP y AJD, se establece que "elimpuesto se exige según la verdadera naturaleza jurídica del acto, prescindiendode los defectos tanto de forma como intrínsecos que puedan afectar a su validez yeficacia". Esta ha sido la justificación que se ha atribuido tradicionalmente almecanismo de inadmisión impuesto por los artículos 254 y 255 LH, a fin de evitarque, tras una calificación completa, a la vista de defectos de difícil o imposiblesubsanación, dada la imposibilidad de inscripción del documento y su falta deeficacia, se optase por no presentar el documento a liquidar. La Resolución de 6 deMayo de 2009, (“Respecto a la falta de liquidación del impuesto que corresponda,sin necesidad de entrar ahora en si tal defecto es una falta que impida lainscripción, o más bien, un defecto que debe demorar la calificación...") aclara que,respecto del plazo máximo para inscribir –quince días- se computa en los casos deretirada del título por falta de pago del impuesto, desde la devolución delmismo, y es en ese plazo en el que debe realizarse la calificación global y unitaria,sin que pueda anticiparse esa exigencia al momento previo de admisibilidad deldocumento que, en caso de falta de acreditación del impuesto, o en su caso de supresentación en la oficina liquidadora, debe conducir a la suspensión de lacalificación y de la inscripción a que se refiere el art. 255 LH.Sabemos, por tanto, que aún no se ha realizado la calificación y, enconsecuencia, la transmisión aún no está inscrita. La vía para poder evitar dichainscripción pasaría por dejar transcurrir el plazo de vigencia, pues, de acuerdo al
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artículo 436 del Reglamento Hipotecario, una vez transcurrido éste, el asiento depresentación caduca y se cancela de oficio mediante una nota marginal.La duración del asiento es de sesenta días hábiles, contados desde elsiguiente al de su fecha, según se desprende de los artículos 17 y 66 de la LH, y 109del RH.Debemos aconsejar a la sociedad que dejen transcurrir ese plazo para dejarsin efecto el asiento de presentación, no presentando la liquidación del impuestoque conllevaría la inscripción.
5º ¿Qué ocurre si se llega a verificar la inscripción?, ¿cabrá volver a
inscribir la finca a nombre de Don Gumersindo o debe quedarse a nombre de
la SRL?Sí cabría volver a inscribir la finca a su nombre, pero debemos, para dar unacorrecta respuesta, acudir a los preceptos que desarrollan la rectificación delRegistro, que encontramos en el artículo 40 de la Ley Hipotecaria. Existen diversascausas para proceder a  requerir la pretendida rectificación, que pasamos aenumerar y distinguir en relación con el supuesto planteado:El apartado a) del artículo refiere a modificaciones que devienen cuando lainexactitud tiene por origen el no haber tenido acceso al Registro alguna relaciónjurídica inmobiliaria, es decir, si se hubiera producido de forma previa a latransmisión de Gumersindo alguna relación jurídica que no hubiera sido reflejadaen el Registro, interrumpiendo por tanto el tracto sucesivo. En nuestro caso, estesupuesto no se da, pues el empresario parece tener inscrito a su nombre la finca, yrealiza la transmisión a la sociedad, de forma que no existen relaciones jurídicasprevias de transmisión que hayan quedado al margen del Registro.El apartado b) se contempla para supuestos en los que la inexactituddebiera su origen a la extinción de algún derecho inscrito o anotado, sin que sehaya procedido a establecer al asiento de cancelación correspondiente. Aquí, denuevo, no encontramos ésta posibilidad, pues no se ha producido ningunaextinción de derecho a lo largo del caso al margen de la relación jurídica que nosinteresa.El apartado c) del artículo 40 LH especifica los supuestos donde lainexactitud tenga lugar por nulidad o error de algún asiento, remitiendo en estoscasos a la rectificación en la forma que determina el Título VII, artículos 211 ysiguientes de la Ley, que hacen distinción entre un error material o de concepto, y,la vía correcta para su eventual rectificación. El artículo 212 de la Ley Hipotecariaexige para considerar un error como material que con el mismo no se cambie elsentido general de la inscripción ni de ninguno de sus conceptos; por otra parte, elartículo 216 de la misma Ley señala que se comete error de concepto cuando alexpresar en la inscripción alguno de los contenidos en el título se altere o varíe suverdadero sentido. En el mismo sentido, el artículo 327 del ReglamentoHipotecario determina que se considera el error de concepto de los comprendidosen el párrafo primero del artículo 217 de la Ley Hipotecaria (es decir, loscometidos en inscripciones, anotaciones o cancelaciones, o en otros asientosreferentes a ellas, cuando no resulte claramente de las mismas), o el contenido enalgún asiento por la apreciación equivocada de los datos obrantes en el Registro(Resolución de 7 de marzo de 2011).Bajo mi punto de vista, no es aplicable el artículo 40.c, y, por tanto, tampoconos encontramos ante un error material o de concepto indicados en el Título
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séptimo. El asiento no sería nulo ni erróneo, estaría correctamente practicado deacuerdo al título que aportaron los titulares, sin que pueda aducirse que se cambióel sentido general de la inscripción, ni que se alterara el contenido del referidotítulo ni se cambiara su verdadero sentido. La sociedad aportó unas escriturasdonde se le transmitía el local de Paseo de la Independencia 22, Bajo Derecha,porque así se le debió hacer constar al Notario, y la equivocación, imputable aGumersindo, no puede ser en ningún caso un error de asiento, puesto que laanotación preventiva reflejaba lo que venía a disponer el título, esto es, el BajoDerecha, y no el Bajo Izquierda como era la intención del empresario.Por ello, considero ajustado atribuir la rectificación del actual
planteamiento al artículo 40.d, que indica las modificaciones que puedenrealizarse como consecuencia de una inexactitud derivada de falsedad, nulidad odefecto del título, puesto que, en todo caso, la incorrección está plasmada en eltítulo, y no por negligencia profesional del Notario, sino por la confusión denuestro protagonista a la hora de indicar cuál era el local que efectivamentedeseaba aportar en la constitución de la sociedad.Podemos señalar, por todo lo anterior, que el régimen jurídico de la
rectificación del supuesto es el del artículo 40.d de la Ley Hipotecaria, dado
que ni se ha acreditado que el contenido de la citada inscripción haya
resultado infiel al contenido del título que la causó, ni puede encajarse este
caso en ninguno de los supuestos específicos a que se refieren las anteriores
letras del mismo precepto.El apartado d) del artículo es una disposición que, con carácter de regla general, nosiendo aplicable ninguna de las reglas especiales precedentes, requiere en todocaso el consentimiento de todos los interesados o, en su defecto, resolución judicial(Resolución DGRN de 29 de febrero de 2012, Resolución de 13 de mayo de 2010,Resolución de 3 de octubre de 2005).La Dirección sostiene que cuando lo que se rectifica no es un error delRegistro sino de la formalización de negocios que hayan accedido al mismo, seránecesario para su reflejo "tabular el consentimiento del titular registral, perotambién que tales rectificaciones sean eficaces por sí mismas y esa eficacia nopuede admitirse si no es consentida por todos los que fueron parte en aquéllos"(artículos 1.091, 1.256, 1.257 y 1.259 del Código Civil).Es imprescindible este requisito de forma, de manera que el acuerdo debeser elevado a público como medio viable de rectificación vía artículo 40.d de la LH(Resolución de 28 de febrero de 2012). Debe atenderse, igualmente, al artículo 82de la LH, que establece que las inscripciones o anotaciones preventivas hechas envirtud de escritura pública, no se cancelarán sino por sentencia contra la cual nohaya pendiente recurso de casación, o por otra escritura o documento auténtico, enel cual preste su consentimiento para la cancelación la persona a cuyo favor sehiciera la anotación, o sus causahabientes o representantes legítimos.Si, ante otros supuestos distintos, encontráramos que la rectificación deerrores se refiere a hechos susceptibles de ser probados de un modo absoluto condocumentos fehacientes, independientes por su naturaleza de la voluntad de losinteresados, no es procedente la aplicación de los artículos 40.d y 82 LH, puesbasta la petición de la parte interesada acompañada de los documentos queaclaren el error producido (Resolución DRGN de 24 de junio 2011).
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Caso 13. La calificación registral y su revisión.
Ramón Izquierdo GarcíaEl caso que se plantea resulta de gran interés tanto desde un punto de vistamaterial como procesal. Materialmente, la necesidad de intervención del cónyugeen los actos hereditarios supone, actualmente, un mecanismo protector de primerorden en el que el Registro y los Notarios juegan un papel fundamental paragarantizar su efectividad. La viudedad, en términos habituales, se corresponde conun periodo de senectud en la que la persona se puede ver patrimonialmentedesposeída o indefensa ante actuaciones de los herederos y condicionada a labuena o mala relación que exista entre estos y el viudo. La ley, como es habitual, dalos mecanismos para proteger pero el hecho de que existan dos figurastremendamente cualificadas en el conocimiento de la ley y con poder de influir enla realidad fáctica a través de sus actos es algo de lo que debemos estar orgullososdentro de nuestro ordenamiento.Procesalmente, conocer los mecanismos de reacción frente a las vicisitudesde los procedimientos es algo clave en un mundo excesivamente burocratizado.Vamos a verlo.
1º Si a nuestro juicio puede tener razón el Registrador.La necesidad de que el cónyuge del segundo causante en la partición de laherencia del primero es un punto de un debate mucho más amplio que trata sobreel puesto que ocupan los herederos del segundo causante en la herencia delprimero cuando aquel murió sin haber aceptado ni repudiado la herencia, auntácitamente. En otras palabras, si la transmisión del ius delationis contemplada enel artículo 1.006 CC hace que los herederos del segundo lo sean directamente delprimero o, en cambio, lo sean a través de él, habiendo, en el primer caso un solodesplazamiento transmisorio de los bienes y, en el segundo, dos – a la herencia delsegundo causante y, posteriormente, a los herederos de éste.Desde el momento mismo en que se constata la muerte del causante, la fasesiguiente en el íter transmisorio es la vocación a la herencia, es decir, elllamamiento a todos los posibles sucesores del fallecido para que, efectivamente, lesucedan. Según el artículo 658 CC esta sucesión “se difiere por la voluntad delhombre manifestada en testamento y, a falta de este, por disposición de la Ley”.Con esta vocación o convocatoria se produce la delación u ofrecimiento de laherencia a aquellos que se considera que tienen capacidad para adquirirla. Elderecho de aceptar o repudiar esta misma herencia es el ius delationis.La respuesta a la pregunta variará en función de lo que consideremos másadecuado a Derecho o, por decirlo de otro modo, cuál de las dos teorías ocorrientes doctrinales sigamos. La llamada “clásica” o la “moderna”.En palabras de la STS de 11 de septiembre de 2013 “Esta cuestión ha sidoampliamente debatida por la Doctrina científica dando lugar a la existencia de doscorrientes doctrinales: la denominada "teoría clásica" o "de la doble transmisión",según la cual en la sucesión por derecho de transmisión existen dos movimientos opasos de los bienes, un primero desde el primer causante a la masa hereditaria delheredero transmitente y otro segundo, desde la masa hereditaria del citadotransmitente al heredero transmisario que acepta las dos herencias; y la "teoríamoderna", de la adquisición directa o de la doble capacidad, según la cual los
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bienes pasan directamente del primer causante al heredero transmisario cuandoéste ejercita positivamente el denominado ius delationis (derecho a aceptar orepudiar la herencia)”.Esta teoría moderna distingue dos clases de sucesiones y no una dobletransmisión de derechos pues encontramos, por un lado, la sucesión del segundocausante en la cual existe como objeto de transmisión el derecho de aceptar orepudiar la herencia del primer causante y, por otro, la sucesión de éste que estomada directamente por los transmisarios que ejercitan de manera positiva y realel ius delationis. El argumento central de la misma es la retroactividad de laaceptación de la herencia al momento de la muerte del primer causante. Otroargumento que dan los que defienden esta tesis es que el transmitente no puedeser heredero del primer causante pues, como murió sin aceptar o repudiar, nopudo adquirir la condición de heredero y que, por tanto, debe serlo el transmisariopara que el primer causante continúe teniendo herederos.De los elementos que integran el ius delationis es el elemento título es el queplantea realmente la cuestión objeto de debate, es decir, si el título por el que eltransmisario sucede se ha de determinar respecto al primer causante o al segundo.Desde un punto de vista de la teoría moderna, el título de adquisición seconfiguraría por la relación del transmisario con el primer causante. Diferencian, asu vez, el título de adquisición del ius delationis que sería efectivamente fruto de surelación hereditaria con el transmitente.La teoría clásica  considera que el título sucesorio adquisitivo deltransmisario es el que deriva de la atribución legal del 1.006 CC, es decir, de sucondición de heredero del transmitente y, así, el título o vocación respecto alprimero de los fallecidos es solamente del segundo que, al fallecerprematuramente a la aceptación o repudiación, no pudo hacer que esos bienesentraran en su patrimonio, acción que lleva a cabo el transmisario al ejercitar el ius
delationis en sentido positivo. El transmisario los hará suyos por su propio títulosucesorio, esto es, el que tiene como heredero del segundo causante. Lo que estodeterminaría es una “integración instrumental” de los bienes en la masa de laherencia del segundo  de cuius. Los partidarios de esta teoría nos vienen a decirque la pretensión de esta es la de integrar unos bienes de la primera masahereditaria en la segunda como la “única solución técnica posible del Derecho desucesiones para que se explique la adquisición del transmisario y su títulosucesorio adquisitivo.En lo que respecta al problema de la necesidad de participación del cónyugeviudo, si seguimos la teoría moderna no debe tenérsele en cuenta a la hora derealizar la partición pues solo los herederos del segundo causante son los que seconvierten en herederos del primero y no el resto de involucrados en su herencia.Esto es así pues los bienes, según esta teoría, nunca ingresan en la herencia delsegundo fallecido, pasando directamente a la de sus herederos cuando aceptan laherencia del primero.La sentencia de 11 de septiembre también ha tenido su reflejo en lasresoluciones de la Dirección General de los Registros y del Notariado que ha dadoun giro, de la mano del Tribunal Supremo, hacia la teoría moderna, encontraposición con lo mantenido anteriormente.La resolución de la DGRN de 26 de marzo de 2014 es la primera que toma lapostura a favor de la tesis de la adquisición directa. Los hechos eran similares a losde la sentencia citada: A fallece intestado, casado en segundas nupcias con B, con la
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que tuvo tres hijos C, D y E. A había estado casado en un primer matrimonio con F,con la que tuvo un hijo G, que le premurió, dejando esposa H y dos hijos I y J. ElRegistrador deniega por entender, entre otras cosas, que es necesaria en lapartición no sólo la intervención de los hijos de G, sino también su esposa.Al seguir la teoría de la adquisición directa,  entiende que los transmisarios Iy J, aceptando la herencia del transmitente, G, suceden a su abuelo, el primercausante A di-rectamente, siendo ésta una sucesión distinta de la sucesión de ellosrespecto de su padre, la cual han de aceptar, eso sí, si quieren aceptar la del abuelo.Es decir, no hay doble transmisión sucesoria, y en consecuencia I y J al sucederdirectamente a A, aceptando su herencia, no necesitan del concurso de su madrepara llevar a cabo la partición, y sí la de su medio hermano, junto con B, la segundaesposa del primer causante. El concurso de H sólo será necesaria para que I y Jlleven a cabo la partición de la herencia de su padre, que es una sucesión distinta.Por tanto, en las operaciones divisorias de la herencia (la del primer causante) nose requiere la intervención del cónyuge del transmitente y sí la de lostransmisarios, por lo que la DGRN revoca la calificación en este punto.Sentada esta premisa por la DGRN hay que concluir que el Registrador seequivocaba.No obstante, el hecho de que una postura sea aceptada por el TribunalSupremo o la DGRN no supone tener, obligatoriamente, que estar de acuerdo con lamisma, aunque nadar a contracorriente sea costoso y siempre sin perder de vistalos resultados prácticos que se obtendrán si se disiente –la denegación.Creo, como ya he mantenido en otro lugar3, en la mayor concordancia connuestro Derecho de sucesiones por la teoría clásica o de la doble adquisición.“Considerando que la vocación permanece en la persona del transmitente, no sepuede admitir que el transmisario sea heredero directo del primer causante pueses la vocación la que es apta para otorgar la condición de heredero, conindependencia de que su contenido práctico se pueda transmitir a los herederos deeste, sujetos que están vivos, para que acepten o repudien la herencia. En otraspalabras, para que decidan por lo imposible de las circunstancias, si hacer o noheredero a aquél del que ellos mismos lo son.Se cree, para más abundamiento en esta postura, que el artículo 1.006 CC, aldecir “el mismo derecho que él tenía”, se refiere a la facultad de aceptar o repudiary no a la vocación en sí misma que, en caso de pasar a los herederos, se convertiríaen una nueva vocación pues el cambio de sujeto al que se dirige, elemento quecreemos esencial de la misma, conllevaría la extinción de la primera y nacimientode la nueva. Manteniendo esta postura creemos que somos más fieles a la diccióndel precepto pues se cumple tanto con la condición que impone de transmisión -que no habría en el caso de extinción de la vocación y nacimiento de una nueva afavor de los transmisarios- y de mantener el objeto de la transmisión, es decir, “elmismo derecho”.Respecto del problema de la capacidad para suceder y del sujeto al que debeir referida se cree que, sentada la base de que el transmisario sucede al primercausante a través del transmitente, ésta se debe circunscribir a las relacionesdirectas, es decir, los transmisarios respecto del transmitente, y éste respecto delprimer causante, ya que si lo que se transmite es un derecho que él tenía, antes
3 IZQUIERDO GARCÍA, R. La transmisión del ius delationis. Comentario basado en la STS de 11 de
septiembre de 2013. Madrid, 2015 (inédito).
30
había debido de adquirirlo y, por tanto, ser capaz de ello. No obstante, una vezadquirido, esto es, ser titular pleno del mismo, el derecho se verá inalterado por lascausas de incapacidad que pudieran existir entre los transmisarios y el primercausante.Por otro lado, tratándose de herederos, los destinatarios del artículo 1.006 quehubiesen recibido donaciones del primer causante en vida de éste, no vendránobligados a colacionarlas a tenor del artículo 1.035 CC. Pero sí habrá decolacionarse lo recibido por el primer llamado que murió sin aceptar ni repudiar”.A todo ello habría que sumar, por justicia, la necesidad de que el cónyugeviudo del segundo pueda extender su usufructo, mínimo o mejorado, a estos bienesque, en condiciones en las que no hubiera existido premoriencia, habríaningresado en la herencia de su cónyuge.
2º ¿Qué remedio les queda? ¿Pueden recurrir? 3º En la nota han visto
que pueden poner recurso judicial, gubernativo o pedir la calificación de otro
Registrador: si eligen una sola de las opciones, ¿renuncian a las demás? 4º En
caso de que opten porque califique otro Registrador, si tampoco es
partidario de inscribir, ¿pueden recurrir a la DGRN? 5º Si la DGRN no les da la
razón, ¿pueden recurrir al Juez?Contra la calificación negativa del Registrador, sin perjuicio de pedir lasustitución contemplada en el artículo 19 LH, es posible recurrir, según el 324 LH,directamente ante la DGRN o ante el JPI de la capital de la provincia donde radiqueel inmueble. En caso de que opten por la calificación de sustitución, si estedenegara se podrá interponer contra ella los mismos recursos, por lo que norenuncia a ellas. Para el caso de que la DGRN desestime el recurso el artículo 328.1LH permite que se recurra “ante los órganos del orden jurisdiccional civil, siendode aplicación las normas del juicio verbal”.
6º El documento está presentado, surtiendo el asiento de presentación
efectos por el plazo ordinario de dos meses. Justo detrás está presentado un
mandamiento de embargo por deudas de don Luis en procedimiento seguido
contra el fallecido. Si pasan los dos meses, ¿gana prioridad el embargo, o
conservan la prioridad ellos?El artículo 323 LH prevé, para los casos de calificación negativa, unaprórroga automática del asiento de presentación por un plazo de sesenta díascontados desde la fecha de la última notificación de la calificación y, asimismo, seprorrogarán los asientos anteriores o posteriores contradictorios o conexos (art.111.3º y 432.2º RH). Ha de notificarse al presentante y al Notario, autoridadjudicial o administrativa que hubieran requerido la inscripción. Cabe realizarse porvía telemática si el interesado lo hubiese manifestado así y queda constanciafehaciente de la notificación (art. 322 LH).Tras las resoluciones de la DGRN de 29 de julio y 1 de octubre de 2009, cabetambién realizar la notificación mediante fax a notarios y autoridades judiciales oadministrativas. Si la presentación se hubiese realizado por vía telemática ha derealizarse la notificación por esta vía. En caso de notificación por vía telemática alnotario autorizante la fecha de la notificación debe ser la de la efectiva puesta adisposición del funcionario del íntegro contenido del acto, con independencia de lafecha de acceso a su contenido. En caso de notificación por vía telemática a unparticular se aplicará el artículo 28 de Ley de Acceso electrónico de los ciudadanosa los Servicios Públicos que considera como fecha de la notificación la de acceso alcontenido, y que entiende rechazada la notificación y, por consiguiente, efectuado
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el trámite si no se accede al contenido en el plazo de 10 días naturales desde laefectiva puesta a disposiciónConforme a este precepto, además, se puede solicitar la anotaciónpreventiva de suspensión por defectos subsanables del artículo 42.9 LH.Interpuesto recurso contra la calificación ha de estarse a lo previsto en elartículo 327 LH en lo relativo a vigencia del asiento de presentación del documentocuya calificación se recurre. Todos los plazos quedan en suspenso hasta laresolución definitiva del recurso (art. 66 LH).Afirma Gómez Gálligo, que la anotación preventiva por defectos subsanablesdeterminará la prórroga de los asientos de presentación anteriores o posterioresrelativos a títulos contradictorios o conexos (art. 17.2º LH, y art. 432.22 RH), lo queexcluye la transmisibilidad del bien anotado, proclamada con carácter general en elart 71 LH. Igual efecto producirá la anotación de suspensión por defectosubsanable de títulos llamados a causar un asiento que no provoca el cierreregistral. Según el autor citado lo correcto, en puridad de principios, es prorrogarel asiento de presentación del título posterior. Esta es la solución que se deriva delartículo 432 2º RH y la que acoge, en general, el artículo 17 2º LH: una vezextendido el asiento de presentación -y la anotación de suspensión es una prórrogadel mismo- no podrá inscribirse o anotarse ningún otro título durante su vigencia.En conclusión, y de acuerdo con las ideas aquí contenidas, pasados los dosmeses ordinarios, seguirán teniendo prioridad ellos y el embargo no les podráperjudicar.
Caso 13. La calificación registral y su revisión. Versión 2.
Alejandro Guerra Pérez
HECHOSLos principales hechos sonsacados del presente caso son los siguientes: Luisfallece dejando viuda, Magdalena, y dos hijos: Juan y Jerónimo. Al poco tiempoJerónimo fallece dejando viuda, Catalina y dos hijos, Hernán y Rodrigo, sin haberaceptado ni repudiado la herencia. Magdalena, Juan, Hernán y Rodrigo otorgaronescritura de herencia,  adjudicando a doña Magdalena el usufructo de todos losbienes, y la nuda propiedad, una mitad a Don Juan y una cuarta parte para Hernány Rodrigo. La escritura se presenta, debidamente liquidada, en el Registro. A losseis días reciben nota de calificación en la que el registrador deniega la inscripciónpor el defecto de no haber intervenido en la escritura doña Catalina.Una vez expuestos los hechos pasamos a los fundamentos de derecho dandocontestación a las preguntas formuladas en el caso práctico.
FUNDAMENTOS DE DERECHOUna vez presentada la escritura de partición de herencia al Registro yhabiendo liquidado el impuesto correspondiente (art 254 LH), se hace figurar en ellibro entrada, pasando directamente a convertirse en asiento de presentación encuanto el Registrador tome razón del documento y lo inscriba en el libro diario de
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operaciones. Tras esto, en los 15 días siguientes el Registrador procederá a realizarla calificación oportuna a efectos de inscripción del título.En relación a los hechos, la partición de la herencia se realiza en virtud deescritura pública, pudiendo así acceder al Registro de la Propiedad (artículo 14LH). Tal y como se deduce de los hechos, el título público de adquisición reúnetodos los requisitos estipulados los artículos 205 de la LH y 298 del RH para que seconsidere un medio de inmatriculación correctamente realizado.Centrándonos en la primera cuestión planteada en el presente caso, hemosde argumentar si el Registrador puede tener razón al otorgar la calificación ensentido negativo, puesto que nos dice que no ha intervenido Catalina en lapartición de la herencia de Luis.La calificación registral es necesaria a efectos de inscripción de cualquiertítulo en el libro de inscripciones del Registro. El artículo 18 de la LH señala que elRegistrador debe fijarse en la legalidad de las formas extrínsecas de losdocumentos, la capacidad de los otorgantes y la validez de los actos dispositivoscontenidos en las escrituras públicas, por lo que resulte de ellas y de los asientosdel Registro. Tal y como mencionamos con anterioridad, se deduce que el títulopúblico de adquisición reúne todos los requisitos extrínsecos y que sus otorgantesostentan la capacidad necesaria. Sin embargo debemos centrarnos en la validez delacto dispositivo contenido en la escritura pública. Para el Registrador, al nohaberse tenido en cuenta la figura de Doña Catalina en la partición, el título esinválido por lo que no puede acceder al Registro. Esto es así porque al hallarnosante una transmisión del ius delationis de la herencia de Luis a Jerónimo, y al noaceptar ni repudiarla éste, al morir, se la transmite a sus hijos, , además de a sucónyuge Catalina (artículo 1006 CC).  Para el registrador, se produce una dobletransmisión en la que el transmisario al ejercitar positivamente el ius delationis, esdecir, aceptando la herencia del primer causante, sucede a éste no de mododirecto, sino indirectamente a través de la herencia del transmitente. A raíz de lodispuesto, es necesario contar con Catalina en la partición de la herencia de Luis yaque al darse una doble transmisión, habrá que aceptar todos los efectos yconsecuencias.A pesar de que nuestra doctrina y jurisprudencia han interpretado el iusdelationis de la forma en que el Registrador calificó la inscripción, a raíz de la STSde 11 de septiembre de 2013, las cosas han cambiado. Según dicha sentencia lalínea a seguir es aplicar la teoría de la adquisición directa del transmisario. Esateoría considera que el transmisario sucede al transmitente en su herencia en laque se integra el ius delationis (el derecho de aceptar o repudiar la herencia delprimer causante) pero al ejercitar éste en el primer sentido, aceptando la herenciadel primer causante, sucede directamente a éste y no indirectamente a través deltransmitente. Este cambio radical de doctrina ha afectado también a la DGRN,provocando que se estén dictando resoluciones en este sentido. Este el caso porejemplo de la RDGRN de 26 de Marzo de 2014 en virtud de la cual no se debe teneren cuenta al cónyuge del transmisario en la partición. Según esta nueva doctrina no
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hay una doble transmisión sucesoria sino que la adquisición de la herencia de Luises directa, por lo que Hernán y Rodrigo al aceptar la herencia de su padreJerónimo, suceden a su abuelo, Luis, directamente siendo ésta una sucesióndistinta de la sucesión de ellos respecto de su padre. De todo esto se deduce queambos no requerirán del concurso de su madre para proceder a realizar lapartición de la herencia de su abuelo. Sin embargo, sí que lo precisaran para lapartición de la herencia de Jerónimo, su padre, pero esta es una sucesióncompletamente distinta.Por todo lo expuesto interpretamos que todos estos cambios doctrinalesvinculan al Registrador, el cual debió calificar positivamente la inscripción de lapartición de la herencia.Para poder poner de manifiesto nuestra disconformidad con la calificación,la ley hipotecaria, en los artículos 66 y 322 a 329, e incluso la propia nota decalificación (19.2bis) señalan los modos de proceder. Los medios de los quedisponen los solicitantes de la inscripción son los siguientes: la interposición derecurso gubernativo ante la DGRN; recurso de revisión de la resolución de la DGRNante los órganos del orden jurisdiccional civil, siendo de aplicación las normas deljuicio verbal; la impugnación de la calificación registral directamente ante eljuzgado de primera Instancia competente; y también se podrá solicitar lacalificación por parte de un registrador sustituto (19.3bis LH) de acuerdo con elcuadro de sustituciones previsto en el artículo 275bis LH.En cuanto a la tercera pregunta que se nos plantea, hemos de decir queúnicamente acudir directamente en vía judicial, tal y como menciona el artículo 66de la LH supone renunciar al resto de vías anteriormente dispuestas. El malllamado recurso judicial contra la calificación, tal y como se conoce en la doctrina,supone que a los interesados les cabe siempre la posibilidad, ante una calificaciónadversa, de acudir a los Tribunales ordinarios para tratar de obtener de estos unfallo que declare la inexistencia de la falta que el Registrador estimó, y ordene lapráctica del asiento que, en consecuencia, aquél rechazó. Pero propiamentehablando, la dicha reclamación ante los Tribunales ordinarios, no es un recursocontra la calificación, ni contra la resolución de la Dirección General, pues noconstituye una alzada ni contra una ni contra la otra, sino que simplemente otroprocedimiento4 para intentar obtener un fallo que ordene la práctica del asiento ala que la calificación se opuso. Si la ejecutoria que recayere en dicho procedimientoresultare contraria a la calificación, el Registrador practicará el escrito solicitado.De todo lo aquí expuesto hemos de sacar la conclusión de que el Registrador seencuentra sometido a la resolución jurisdiccional, no pudiéndose oponer a lodispuesto en dicha solución. Por todo ello opinamos que se produce la renuncia alresto de medios de impugnación, porque esta resolución judicial prevalece sobre el
4  MANUEL ALBADALEJO en Derecho Civil III derecho de bienes, ed. Edisofer.S.L, undécima edición, pág.
927.
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resto de posibles resoluciones emitidas en cualquiera de las otras vías que la LHofrece.En cambio la selección de cualquier vía de impugnación de la calificaciónque no sea la de interponer recurso directo ante los tribunales, no supone unarenuncia para el ejercicio de las otras vías en un momento posterior. Por ejemplo,si se decide interponer recurso gubernativo, esto no significa que no se puedaacudir en revisión posterior ante los tribunales. Por otra parte si se acude a lacalificación de otro registrador sustituto, no se cierra la vía del recursogubernativo.A pesar de demostrar que no se renuncia a los medios de impugnación,hemos de decir que si en un primer momento no se ha solicitado la calificación deun registrador sustituto y se decide acudir a otras vías, como el recursogubernativo o la vía judicial directa, no se podrá, al concluir dichas vías, solicitar lacalificación de otro registrador sustituto. Esto se deduce de la conjunción “o”dispuesta en el artículo 19.3 bis de la LH.En respuesta a las preguntas cuatro y cinco del caso, hemos de decir enprimer lugar que según lo dispuesto en el artículo 19.4.5bis, “si el registrador
sustituto calificara negativamente el título, devolverá éste al interesado a los efectos
de interposición del recurso frente a la calificación del registrador sustituido ante la
Dirección General de los Registros y del Notariado, el cual deberá ceñirse a los
defectos señalados por el registrador sustituido con los que el registrador sustituto
hubiera manifestado su conformidad”, por lo que afirmamos la posibilidad de lainterposición del recurso gubernativo. En segundo lugar la resolución de dichorecurso gubernativo, también podrá ser recurrida en revisión ante los órganosjudiciales ya que se entiende posible a raíz de lo dispuesto en el artículo 328 de laLH, presentándose dicho recurso en el plazo de 2 meses desde la resolución delrecurso gubernativo.Por último hemos de responder a la cuestión sexta del caso. Ante lapresentación de un mandamiento de embargo justo detrás del asiento depresentación de la escritura de partición de herencia, hemos de cuestionarnos siseguirá gozando de prioridad si transcurren los dos meses de duración del asientode presentación.Según los artículos 17 y 66 de la LH y 109 del RH, la duración del asiento depresentación es de sesenta días hábiles, contados desde el día siguiente al de sufecha. Transcurrido el plazo de vigencia el asiento de presentación caduca y secancelará de oficio por nota marginal (art. 436 RH). Sin embargo a pesar de estacaducidad, cabe la posibilidad de que se prorrogue el tiempo de duración en unoscasos concretos. Uno de esos casos es cuando se haya producido una calificaciónnegativa por parte del Registrador. Según el artículo 323 de la LH, se entenderáprorrogado automáticamente el asiento de presentación por un plazo de sesentadías contados desde la fecha de la última notificación. De esta fecha se dejaráconstancia por nota al margen del asiento de presentación. A raíz de lo
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argumentado, entendemos que se preservará la prioridad del asiento depresentación frente al mandamiento de embargo, mientras dure la prórroga.
14º La publicidad formal: la expedición de notas simples y certificaciones
Eva Morales Fiol
CISNEROS INVESIONES, S.L. es una sociedad dedicada a las inversiones
inmobiliarias propias y al asesoramiento y estructuración de las de terceros. En su
actividad, está muy pendiente de las oportunidades que surgen en el mercado
inmobiliario.
La semana pasada, un cliente le habló de la posibilidad de adquirir una nave
industrial en un polígono de Alcalá de Henares. Dicha nave la vende un matrimonio
(Jaques y Raisa) que, según dicen, la tiene inscrita a nombre de la mujer, después de
que se la donase el marido.  Dicho matrimonio tiene varias deudas fruto de una serie
de inversiones del marido en los felices años entorno a 2005, inversiones que no han
dado fruto por la crisis. Consecuencia de dichas deudas la finca tiene varios
embargos.
Entre dichas deudas, al parecer, hay una que dio lugar a un procedimiento
ejecutivo en el cual, además del embargo, la finca va a salir a subasta, aunque
todavía no ha salido.
Nos han contratado en CISNEROS INVERSIONES, S.L. y nos piden que
obtengamos la información registral necesaria.
El historial registral es el siguiente:
INSCRIPCIÓN 1º.- inmatriculación del terreno, adquiriendo Jaques. 2004
INSCRIPCIÓN 2º.- declaración de obra nueva de la nave industrial. 2005.
Al margen de dichas inscripciones consta Nota Marginal reflejando la afección al
pago de impuestos.
ANOTACIÓN A.- Embargo por una deuda de 25.000€. Fecha: 2009.
ANOTACIÓN B.- Embargo por una deuda de 12.000€. Fecha: 2010.
ANOTACIÓN C.- Embargo por una deuda de 50.000€. Fecha: 2013.
Al margen de esta inscripción consta Nota de haberse expedido certificación de
cargas en procedimiento ejecutivo.
INSCRIPCIÓN 3º.- donación del cónyuge Jaques a Raisa.La Ley Hipotecaria, en su redacción actual, permite la publicidad registralmediante estos únicos procedimientos: Exhibición de los libros del Registro y elacceso telemático a su contenido, la nota simple informativa y la certificación.Centrándonos en la nota simple y la certificación, documentos que van a sertratados al detalle en este caso, es importante señalar sus rasgos comunes. Merefiero a su carácter documental, su origen registral y su contenido: y es que sondocumentos expedidos por el Registro de la Propiedad y expresivos de lainformación que, sobre la situación jurídica de un bien inmueble, resulta del Diarioy de los libros de inscripciones.La diferencia entre ellos radica, fundamentalmente, en la presencia oausencia en el documento de signos o datos que demuestren su autenticidad y
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procedencia, así como  en las consecuencias o efectos que la ley y la lógicaatribuyen a su rango formal.En la resolución a las cuestiones planteadas iré poniendo de manifiesto ycon más detalle, las distinciones entre ambos tipos de documentos y cuál de elloses más recomendable según la finalidad perseguida, valoraré los requisitos queimpone cada uno de los mismos, así como los elementos que aportan, su eficacia ylas consecuencias de su uso.
1º ¿Qué nos conviene más: una nota simple o una certificación?Considero que lo más conveniente sería una certificación del contenido delregistro. Esto es así, por tratarse de un documento fidedigno que incorporasignos que demuestran, por sí mismos, su autenticidad. La intervención personaldel Registrador dota al documento de una autenticidad intrínseca de la que carecela nota simple y convierte a la certificación en un documento presumiblementeauténtico. Un documento al que la ley le confiere la aptitud para probar elcontenido del registro, así como la facultad de trasladarlo a terceras personas. Delo dicho se extraen las siguientes características:
 Documento firmado por el registrador que tiene carácter de documentopúblico (arts. 317.4 LEC y 1.216 C.C)
 Eficacia probatoria (art. 319 LEC)
 Aptitud para trasladar su contenido a terceros de forma fehaciente (art. 225LH) bajo la responsabilidad del Registrador, haciéndole responsable de losdaños y perjuicios causados (art. 226 y 296 LH).No recomiendo, por tanto, la nota informativa puesto que su valor quedareducido a la mera información (art. 222.5 LH) que, tal y como señala el 332.5 RH,
no da fe del contenido de los asientos. Se trata de un instrumento indiscutiblementeválido para facilitar el contenido de los libros, únicamente a quién formula esaconsulta en el Registro, pero no es un documento hábil para trasladar su contenidoa terceras personas teniendo, por lo tanto, consideración de documento privado(art. 324 LEC 1/2000).Por su parte, el artículo 225 LH declara expresamente que la libertad o
gravamen de los bienes inmuebles o los derechos reales sólo podrán acreditarse en
perjuicio de tercero por certificación del Registro, declaración con la que la leyatribuye, en exclusiva, a la certificación la condición de soporte de la fe , así como laconfianza a la tercera persona que no consulta directamente el Registro.Por todo lo dicho, recomiendo, sin lugar a dudas, la certificación, reservando laposibilidad de que se lleve a cabo una nota simple cuando nuestro cliente nopersiga obtener la garantía que proporciona el sistema español de seguridadjurídica.
2º Si pedimos una nota simple, ¿nos informarán de la anterior titularidad
de Jaques o sólo de la actual?En el caso de que solicitáramos una nota simple, tal y como señala el artículo222.5 LH, deberá reproducir, literal si así lo solicita el interesado, o en extracto en
otro caso, el contenido de los asientos vigentes relativos a la finca objeto de
manifestación, donde conste, al menos, la identificación de la misma, la identidad
del titular o titulares de derechos inscritos sobre la misma y la extensión, naturaleza
y limitaciones de éstos, algo de lo que se hace eco, también, el art. 332.5 RH.Ejemplo de los mencionado lo vemos en la Resolución de 26 de Febrero de
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2013,DGRN en la que se recuerda el criterio restrictivo respecto de la publicidaden relación con asientos ya cancelados, no cabiendo nota simple sobre los mismosy requiriendo la certificación mediante solicitud expresa.Por esta razón y para que nuestro cliente sea informado de anteriorestitularidades, conviene solicitar una certificación en la que, tal y como establece el222.6 LH los Registradores, al calificar el contenido de los asientos registrales,
informarán y velarán por el cumplimiento de las normas aplicables sobre protección
de datos de carácter personal. Dicho esto, cobra sentido la Resolución de 3 deDiciembre de 2010, DGRN  al establecer, con precisión, los siguientes requisitos:1. Tan sólo se pueden recoger los datos pertinentes y no excesivos.2. La publicidad no podrá extenderse más allá de lo que sea necesario.3. Respecto a asientos no vigentes, el Registrador debe utilizar un criterio muyrestrictivo.4. La solicitud de información sobre datos personales sin relevanciapatrimonial se llevará a cabo expresando el interés perseguido.5. Si las finalidades de la publicidad son las propias de la institución registral,no se requerirá el consentimiento del titular, sin perjuicio del derecho a serinformado.Resoluciones como la 12 de Diciembre de 2014 de la DGRN hacen surgir otraserie de requisitos adicionales, al confirmar la negativa registral a expedircertificación literal por apreciar falta de interés legítimo señalando que “esnecesaria la calificación del interés concurrente en el solicitante de la informaciónregistral”.Por su parte, la Resolución 26 Junio 2007, DGRN revoca un defecto en lacertificación en la que se le da otro segundo apellido a un administrador en laescritura de nombramientos, expresando que el correcto ejercicio de la funcióncalificadora del Registrador no implica que deba rechazarse la inscripción deldocumento presentado ante toda inexactitud del mismo cuando, de su simplelectura o de su contexto, no quepa albergar duda razonable de cuál sea el datoerróneo o el verdadero.
3º Si pedimos una certificación, ¿podemos pedir que nos reflejen todo el
historial?Si solicitamos una certificación podremos pedir que sea reflejado todo elhistorial. Es algo que permite el art. 223 LH referente a las certificaciones cuandoasegura, en su apartado segundo, la posibilidad de expedir este tipo dedocumentos de asientos determinados que los mismos interesados designen, bien
fijando concretamente los que sean, o bien refiriéndose a los que existan de una o
más especies sobre ciertos bienes.Además, y por si quedara alguna duda, el art. 224 LH pone de manifiesto,que dichas certificaciones expuestas en el párrafo anterior, podrán referirse a unperíodo fijo y señalado, así como a todo el transcurrido desde la primitivareconstitución del Registro respectivo.
4º Las anotaciones preventivas caducan a los 4 años (Art. 86 LH). ¿Podemos
pedir que cancelen las cargas caducadas para que la certificación refleje la
situación actual? Si no lo pedimos, ¿se puede obtener su cancelación? Dado
que la cancelación genera gastos, ¿estamos obligados a que se cancele si no
queremos pagarlos?
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No es necesario solicitar que se cancelen las cargas caducadas puesto que lamisma certificación implica la caducidad de las mismas. Así lo establece el art.353.3 RH al afirmar que cualquier anotación preventiva que deba cancelarse o haya
caducado, no se comprenderá en la certificación. Esto quiere decir, que lacancelación se entenderá solicitada por el mero hecho de pedir certificación y serápracticada mediante extensión de la correspondiente nota marginal cancelatoriaantes de ser expedida.En el caso ante el que nos encontramos, en el que CISNEROS INVERSIONES,S.L no es, todavía, titular de la finca, pero sí solicita esta certificación a la queestamos haciendo alusión, el Registrador deberá advertir al solicitante de lascargas caducadas antes de proceder al despacho de dicha certificación. Algo similares lo que ocurre en la Resolución 15 de Julio de 2004 de la DGRN en la que tienelugar la cancelación del embargo existente sobre un vehículo trabado, porentender el Registrador que la mera solicitud de la expedición de la certificación,lleva consigo la solicitud de cancelación del embargo.Con lo dicho hasta el momento, queda patente que, sin solicitar la
cancelación de cargas y, en el caso de optar por la certificación como medio depublicidad formal, se podrá obtener su cancelación.Teniendo en cuenta que la cancelación genera gastos parece evidente queestamos obligados a que esta se lleve a cabo, pese a que no queramos pagarlos. Sioptamos por el procedimiento de la certificación, resulta obvio, en base al 353.3RH,  puesto que las anotaciones preventivas ya caducadas no serán comprendidasen dicha certificación.Por otra parte, debemos valorar, en el caso en el que no fuera solicitadadicha certificación, la vigencia temporal como nota más característica de lasanotaciones preventivas. Y es que se trata de asientos de duración determinadapor ley (cuatro años), a cuyo transcurso de plazo, se extinguen por su cancelación,por caducidad o por su conversión en inscripción definitiva. La caducidad en virtudde este transcurso de tiempo produce la pérdida automática del vigor de laanotación, ubicándonos, por tanto, ante una caducidad que opera “ipso iure” y que,por ende, no puede ser evitada.Es el caso de la Resolución 20 de Julio, DGRN en la que la Dirección confirmaque la caducidad de las anotaciones preventivas opera “ipso iure” una vez agotadoel plazo de cuatro años, hayan sido canceladas o no, si no han sido prorrogadas demodo previo, careciendo, desde entonces, de todo efecto jurídico. A la mismaconclusión llega la Resolución de 11 de Septiembre de 2013,DGRN, según la cual, laDirección reitera su doctrina anteriormente expuesta, señalando que, para quehubiera sido posible la cancelación de las cargas posteriores, debería habersepresentado en el Registro el mandamiento de cancelación de cargas, para ganar,así, prioridad antes de que tuviera lugar la caducidad de la anotación preventiva deembargo.
5º ¿Cabe la posibilidad de esa cancelación de cargas caducadas si sólo
pedimos nota simple?No hay ningún precepto en la Ley y en el Reglamento Hipotecario quepermita, tal y como sí ocurre con las certificaciones, proceder a la cancelaciónautomática de cargas caducadas en el caso de que únicamente solicitemos notasimple.
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Por los conceptos básicos que parecen desprenderse de la nota simple meaventuraría, de forma inicial, a negar que exista esa posibilidad, o al menos delmodo tan automático como ocurre con las certificaciones. Me baso en el caráctermeramente informativo que posee este tipo de documento (222.5 L.H) y que loconvierte en poco adecuado para proporcionar garantía efectiva a futurosadquirentes. Además, quién obtiene una nota simple informativa en el Registro esla única y última persona destinataria de la información contenida en la misma,nueva razón para descartar la posibilidad de cancelación de cargas. Así cobrasentido el art. 225 LH por el cual la libertad o gravamen de los bienes inmuebles o
derechos reales sólo podrá acreditarse en perjuicio de tercero por certificación del
Registro.A pesar de lo dicho, el hecho de que la posibilidad de proceder  a lacancelación de las cargas caducadas no se pueda llevar a cabo con la facilidad queotorga la certificación, no significa una negación en rotundo para que dichacancelación se lleve a cabo. Y es que, bajo mi punto de vista, cuando sea una notasimple la que informe que una carga recae sobre una finca, podremos proceder a lacancelación de la misma mediante un procedimiento judicial, en el caso de que lacarga derive del mismo, y su cancelación mediante escritura pública oautoliquidación, en el supuesto de que dicha carga proceda de una hipoteca.
6º Si nuestro cliente compra y finalmente se subasta la finca: ¿podrá exigir
que se le notifique la subasta?, ¿o por haber comprado con la nota marginal
debe pasar por las consecuencias del procedimiento ejecutivo?Tal y como señala el art. 662.2 LEC, se considerará tercer poseedor a quien
hubiere adquirido solamente el usufructo o dominio útil de la finca hipotecada o
embargada, o bien la nuda propiedad o dominio directo.Llegados a este punto es importante distinguir dos clases de tercerposeedor. Esta clasificación se establece en función de que, dicho tercer poseedor,sea anterior o posterior a la publicación en el Registro de la existencia de laejecución. Una certificación que tendrá lugar con la expedición de la certificaciónde dominio y cargas que va a dar lugar a los efectos de la notificación.En este caso planteado, nuestro cliente compra la finca tras haber tenido
lugar la nota de expedición de la certificación de cargas del procedimientoejecutivo. De este modo, y a diferencia de lo que hubiera sucedido si hubieracomprado antes de la nota marginal, no tiene derecho a requerimientos ycomunicaciones. Así lo establece el art. 659.2 LEC, al poner de manifiesto que a los
titulares de los derechos inscritos con posterioridad a la expedición de la certificación
de dominio y cargas no se les realizará comunicación alguna, pero, acreditando al
Secretario judicial responsable de la ejecución la inscripción de su derecho, se les
dará intervención en el avalúo y en las demás actuaciones del procedimiento que les
afecten.Esto sin perjuicio de que, en cuanto su aparición pueda afectar a laejecución, el Registrador deba comunicarlo al Juzgado (art.135 LH), y sin perjuicio,además, del derecho que sí posee este tercer poseedor, siempre que acredite lainscripción de su título, a que le sean exhibidos los autos en la Secretaría,entendiéndose, además, las actuaciones posteriores sin proceder a la paralizacióndel procedimiento. Este tercer poseedor debe, por tanto, pagar el débito encualquier momento anterior al remate definitivo, lo que va a determinar elsobreseimiento de la ejecución.
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Con todo, parece entenderse que nuestro cliente deberá pasar por lasconsecuencias que acarrea todo procedimiento ejecutivo, procediéndose a lacelebración de la subasta a los 30 días de la última de las notificaciones.
